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INTRODUCCIÓN AL SISTEMA POLÍTICO-CONSTITUCIONAL ESPAÑOL
PROGRAMA:
TEMA 1: CARACTERÍSTICAS GENERALES DE LA HISTORIA CONSTITUCIONAL ESPAÑOLA:  

1.1. Los principales periodos y sus características. 1.2. La segunda República. 1.3. El franquismo. 1.4. La transición.  1.5. Elaboración de la Constitución.

TEMA 2: LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978:

2.1. Estructura y contenido general de la Constitución. 2.2. Principios estructurales del Estado (Estado social y democrático de Derecho; monarquía parlamentaria; Estado autonómico y principio de integración europea). 

TEMA 3: EL SISTEMA INSTITUCIONAL ESPAÑOL:

3.1. Características generales. 3.2. Participación, representación política, partidos políticos y sistema electoral general. 3.3. Aproximación a las funciones y posición de las principales instituciones españolas (Cortes Generales, Gobierno, Corona, Poder Judicial y Tribunal Constitucional).

TEMA 4: DERECHOS Y LIBERTADES EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA:

4.1. Sistemática de los derechos en la Constitución española de 1978. 4.2. Garantías no jurisdiccionales de los derechos. 4.3. Garantías jurisdiccionales de los derechos. 4.4. Principales derechos: principio de igualdad, tutela judicial efectiva, derechos civiles, derechos políticos, derechos sociales y económicos.

-----

Constitución de Cádiz de 1812: “Capítulo II. De los españoles: (…) Art. 6.- El amor a la Patria es una de las principales obligaciones de todos los españoles y, asimismo, el ser justos y benéficos” (…). Título II. Del territorio de las Españas, su religión y gobierno y de los españoles.  Capítulo I. Del territorio de las Españas. Artículo 10.- El territorio español comprende en la Península con sus posesiones e islas adyacentes: Aragón, Asturias, Castilla la Vieja, Castilla la Nueva, Cataluña, Córdoba, Extremadura, Galicia, Granada, Jaén, León, Molina, Murcia, Navarra, Provincias Vascongadas, Sevilla y Valencia, las Islas Baleares y las Canarias con las demás posesiones de África. En la América septentrional: Nueva España con la Nueva-Galicia y península de Yucatán, Guatemala, provincias internas de Oriente, provincias internas de Occidente, isla de Cuba con las dos Floridas, la parte española de la isla de Santo Domingo y la isla de Puerto Rico con las demás adyacentes a éstas y al continente en uno y otro mar. En la América meridional, la Nueva Granada, Venezuela, el Perú, Chile, provincias del Río de la Plata, y todas las islas adyacentes en el mar Pacífico y en el Atlántico. En el Asia, las islas Filipinas, y las que dependen de su gobierno”.
CALENDARIO:

●  Semana del 17 y 18 de noviembre:  
Lunes 17 de noviembre:
- Presentación del curso y distribución de los casos entre los grupos.

- TEMA 1: CARACTERÍSTICAS GENERALES DE LA HISTORIA CONSTITUCIONAL ESPAÑOLA:  

1.1. Los principales periodos y sus características. 1.2. La segunda República. 

Martes 18 de noviembre:
- 1.3. El franquismo. 1.4. La transición.  1.5. Elaboración de la Constitución.

●  Semana del 24 y 25 de noviembre:  
Lunes 24 de noviembre:
- TEMA 2: LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978:

2.1. Estructura y contenido general de la Constitución. 2.2. Principios estructurales del Estado (Estado social y democrático de Derecho; monarquía parlamentaria; Estado autonómico y principio de integración europea). 

- Entrega y presentación de la Práctica 1.

Martes 25 de noviembre:

- TEMA 3: EL SISTEMA INSTITUCIONAL ESPAÑOL:

3.1. Características generales. 3.2. Participación, representación política, partidos políticos y sistema electoral general. 3.3. Aproximación a las funciones y posición de las principales instituciones españolas (Cortes Generales, Gobierno, Corona, Poder Judicial y Tribunal Constitucional).

- TEMA 4: DERECHOS Y LIBERTADES EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA:

4.1. Sistemática de los derechos en la Constitución española de 1978. 4.2. Garantías no jurisdiccionales de los derechos. 4.3. Garantías jurisdiccionales de los derechos. 

●  Semana del 1 y 2 de diciembre:  

Lunes 1 de diciembre:
- Entrega y presentación de la Práctica 2.

Martes 2 de diciembre:
-  4.4. Principales derechos: principio de igualdad, tutela judicial efectiva, derechos civiles, derechos políticos, derechos sociales y económicos.

- Entrega y presentación de la Práctica 3.

●  Semana del 8 y 9 de diciembre:  

Lunes 8 de diciembre:

- Entrega y presentación de la Práctica 4.
Martes 9 de diciembre:
- Prueba final.

MATERIALES:
TEMA 1: CARACTERÍSTICAS GENERALES DE LA HISTORIA CONSTITUCIONAL ESPAÑOLA. 
- Por favor vean los textos constitucionales históricos en la siguiente página Web:

http://www.cervantesvirtual.com/portal/constituciones/pais.formato?pais=Espanya&indice=constituciones
- Vean también: Jordi Solé Tura / Eliseo Aja: Constituciones y períodos constituyentes en España (1808-1936), Siglo XXI, Madrid, 1992.
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	Carácter 

ideológico
	Relación entre poderes
	Reforma
	Vigencia
	Poder 

Legislativo
	Relación Iglesia-

Estado

	1812
	Guerra

Inde-pendencia
	Nación
	Progresista
	Reconoce la separación de poderes
	Muy rígida
	5-6 años (no seguidos)
	-1 cámara

-Sufr.activo masc.universl

-Sufr. pasivo censitario
	Confesio-

nalidad

católica

	Estatuto 

1834
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	Conservador
	No hay separación de poderes
	Flexible
	3 años
	-2 cámaras

-Reina controla poder legisl.
	Confesio-

nalidad

católica

	1837
	Reg. Espartero (dd. 1840)
	Nación
	Progresista
	Reconoce la colaboración de poderes
	Flexible
	8 años
	-2 cámaras
	Confes. Católica

-libertad de culto.

	1845
	-Isabel II

-Década

Moderada
	Rey y Cortes
	Conservador
	No hay separación de poderes
	Flexible
	24 años
	-2 cámaras

-Reina contrla poder
	Confes. Católica

-libertad de culto.

	1869
	1868 Revoluc. Gloriosa
	Nación
	Progresista. Sexenio revolcionario
	Reconoce la separació de poderes
	Rígida
	4 años
	-2 cámaras

-Cortes sufr. Univ.masc.
	-Cierta separación.

libtd. culto

	1876
	Restaurac.

Alfonso XII (hijo Isabel II)
	Rey y Cortes
	Conservador
	No reconoce la separación de poderes
	Flexible
	47 años
	-2 cámaras

-sufragio

censitario

Solo 2.1 pobl.
	-Confesltt

Católica

	1931
	II Repú-

Blica
	Pueblo
	Progresista
	Colaboración de poderes
	Rígida
	8 años
	-2 cámaras. Sufr. univrsl igual y irecto. Masc y fem.
	-Laicidad

-Prohibic.

educac. religiosa


EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL Y POLÍTICA EN ESPAÑA DESDE FINALES DEL XVIII

Rasgos generales: Inestabilidad, “pendular” (7 Constituciones), se inicia y sucede sobre todo durante el siglo XIX (1812-1978), ...
	
	HECHOS HISTÓRICOS
	CONSTITUCIÓN LIBERAL O DEMOCRÁTICA
	TEXTOS CONSERVADORES

	FINAL

ES

SI

GLO

XVIII
	-Crisis antiguo régimen

-1689 Bill of Rights UK

- 1776 Declaración independencia USA

- 1787 Constitución USA

-1789 Revolución Francesa. Declaración Derechos del Hombre y Ciudadano. Francia

- España: 

    1701 Felipe V

    1746 Fernando VI

    1759 Carlos III

    1788 Carlos IV

- 1793 se inicia la Gran Guerra (Francia-España)
- 1791 Flauta Mágica (Mozart)
- Gravado Goya (1746-1828) “El sueño de la razón produce monstruos” (1797). Al (1800) pinta “Carlos IV con su familia”donde sale también Fernando VII.
	
	

	1808
	- 1808 Guerra de la independencia contra Francia conocida como la Guerra del Francés (por la inversión de las tropas napoleónicas) e insurrección en Cataluña contra éstos.

- 1804 Napoleón Bonaparte coronado Emperador. Promulgación del Código Civil en Francia
-1808 se publica Fausto de Goethe
	- ESTATUTO DE BAYONA (1808)
NO es una Constitución
- Primer texto con rasgos liberales.- Carta otorgada por José Bonaparte (a la Asamblea de los estamentos y no a la nación). Incorpora derechos y libertades individuales y económicos favorables a la burguesía (libertad de comercio) y contrarios al Antiguo Régimen. Hace concesiones tb a sectores tradicionales: Estado confesional, monarquía limitada pero todavía con muchos poderes (nombramientos).
	

	-1810 –1812
	- Continua la Guerra de la independencia (vacío de  poder)

- 1810 Se reúnen las Cortes Extraordinarias en Cádiz.

- 1810 Koening inventa la imprenta de impresión rápida.
- Goya (1814) pinta “Fusilamientos del 3 de mayo de 1808” después del alzamiento popular en Madrid contra las tropas Napoleónicas.
	- CONSTITUCIÓN DE 19 DE MARZO 1812 (GADITANA/ La Pepa)
Aprobada en Cádiz por las Cortes Extraordinarias reunidas allí. Liberal. Soberanía nacional. División de poderes. Monarquía moderada, limitada.  Rey titular del poder ejecutivo y partícipe en el legislativo. NO constitucionalización de derechos del hombre (pero los reconoce). Cortes unicamerls, sufragio activo universal masculino e indirecto y sufragio pasivo censitario  Extensa. Se desconfía del Rey.
	

	1814-1820
	- 1814 se restaura el ABSOLUTISMO  por FERNANDO VII

- Goya pinta “El Rey Fernando VII en un campamento” (1814)
	
	- Se DEROGA la Constitución de 1812. RESTAURACIÓN del ABSOLUTISMO

	1820- 1823
	- TRIENNIO LIBERAL (1820-1823)

- 1822 Friedrich pinta: “Hombre y mujer contemplando la luna”
	- Se RESTABLECE LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ de 1812
	

	1823-1833
	- 1823 Goya deja la Quinta del Sordo y se refugia en  Burdeos
- 1824 l. van Beethoven acaba la 9ª Sinfonía
- 1830 Ola de revoluciones liberales en Europa.  En Francia caen los Borbones tras la Revolución de julio
- 1830 Delacrox pinta: Libertad guiando al pueblo
- 1833 Muere Fernando VII. En una PRAGMÁTICA deja a Isabel II (menor) como sucesora (los liberales la apoyan frente al hermano de Fernando: Carlos Maria Isidro). 1ª Guerra Carlina 1833-40.  
	
	- SEGUNDA RESTAURACIÓN DEL ABSOLUTISMO: LA “DÈCADA OMINOSA”

- Nueva DEROGACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ DE 1812

	1834
	- 1834 Regencia de Maria Cristina de Borbón madre de Isabel II (que es la reina pero es menor).
	
	ESTATUTO REAL DE 1834
- CARTA OTORGADA BREVE POR REGENTE: MARIA CRISTINA DE BORBÓN, NO poder constituyente, voluntad real limitada en algunos casos por atribuciones a las Cortes

- No se reconocen los derechos

- Cortes bicamerales

- Reina posición preeminente. Puede: disolver las Cortes Generales, monopolio en la iniciativa legislativa, derecho de veto, etc.

	1837
	- 1840 Regencia del General Baldomero Espartero (tres años de conflictos)

- 1842 Insurrección en Barcelona contra Espartero que lleva al bombardeo de Montjuic

- 1843 en Cataluña se inicia la revuelta Jamància de fuerte contenido social
	CONSTITUCIÓN DE 1837
- Compromiso entre liberales moderados y progresistas.  

- Soberanía nacional.  También alusión al poder real previo

- Catálogo de derechos liberales pero con demasiadas remisiones a la ley

- No confesionalidad del Estado pero apoyo a la Iglesia Católica

- Cortes bicamerales

- Sufragio censitario

- Rey: amplios poderes: convocar, suspender y disolver Cortes Generales (límites también), comparte iniciativa legislativa con las Cortes.
	

	1844-
	- 1844 –54 Década moderada

- Creación de la Guardia Civil 

- 1851-1854 Gobiernos ultra moderados

- Segunda Guerra Carlina (Matiners) (1846-1849)

-1844 El romántico William Turner pinta “Tempestad de nieve”

	
	CONSTITUCIÓN DE 1845
- Modera, reformándola, la Constitución de 1837

- NO reconoce poder constituyente

- Soberanía compartida entre el Rey y el Parlamento:  Debilita Cortes Generales (precisa convocatoria expresa del Rey, restricción del sufragio –oligarquía--, Senado designado completamente por el REY entre las “aristocracias naturales”)

- REY más poder: titular ejecutivo, convoca  Cortes, derecho de veto absoluto

	1852
	- Gobierno ultra conservador de Bravo Murillo

- En Francia Napoleón III represión
	
	PROYECTO CONSTITUCIONAL DE BRAVO MURILLO de 2 de diciembre de 1852 (Junto con 8 Leyes orgánicas). Pretende volver al espíritu del Estatuto Real 

	1854- 1856
	- Revolución de 1854: 

BIENNIO PROGRESISTA
	- Restauración Constitución 1837
- Reformes liberales económicas
	

	1856- 1868
	- 1856- 1868 SEGUNDA ETAPA DE HEGEMONÍA MODERADA

- 1855 Primera vaga general de la historia de Cataluña

- 1857 Jean-François Millet pinta Las espigadoras (obra naturalista)
- 1861 Abraham Lincoln Presidente EUA. Deroga esclavitud. Reis inventa precursor teléfono

- Víctor Hugo publica Les Miserables

- Se funda la Cruz Roja Internacional

- 1863 Inicio impresionismo con Manet (Almuerzo campestre)
	CONSTITUCIÓN NON NATA DE 1856
-Constitución aprobada pero no promulgada tras la escisión de liberales y progresistas y fin de las Cortes.- Reconoce soberanía nacional- Refuerzo poderes de las Cortes Generales: convocatoria automática, autonomía organizativa, Estatuto de los parlamentarios, Senado y Congreso elegidos por sufragio directo. - Rey: cierta disminución de poderes. -Ampliación declaración derechos: libertad de expresión, religiosa, supresión pena de muerte por delitos políticos, …
	-Finalmente también en 1856  se reestablece por Real Decreto la Constitución de 1845 con algunos cambios que la hacen más liberal –como la limitación de creación de senadores por el rey--  pero estas mejoras después de deshacen.

	1868- 1874
	- 1868 Revolución “LA GLORIOSA”: se inicia el SEXENIO REVOLUCIONARIO: Tres etapas (derrocamiento de la monarquía de los Borbones, monarquía de Amadeo I de Saboya y Primera República en 1873 –Primeros presidentes: Estanislau Figueres y Francesc Pi i Margall)

-1868 El pueblo de Barcelona se levanta contra la monarquía de Isabel II, agitación social y política. -1870 en Barcelona se celebra el Primer Congreso Obrero. 

-1873 Durante la Primera República varios intentos en Cataluña de proclamar el “Estat Català”

- 1872- 76 Tercera Guerra Carlista
1874 1ª Exposición  impresionistas.  París.
	CONSTITUCIÓN DE 1869
- Primera Const. Liberal- democrática española

- Sufragio universal masculino

- Cortes Generales más poderes, bicamerales, convocatoria automática

- Soberanía: nacional y no compartida y popular.

- Rey: poderes limitados

-Carácter racional-normativo

-Ampliación de los derechos: libertades (inviolabilidad del domicilio, de culto), políticos (asociación, reunión) por primera vez y se reconocen también garantías para estos derechos.
	

	1873
	1872 Se proclama la PRIMERA REPÚBLICA ESPANYOLA
	PROYECTO DE CONSTITUCIÓN REPUBLICANA DE 1873
- Const. Federal. Poco discutida por la inestabilidad política de la República

- Primer intento de establecer una República y descentralización, federación

-Control de constitucionalidad por Tribunal Supremo de los conflictos territoriales e incidental de leyes. Senado con miembros natos, designación real y de representación corporativa. Amplio catálogo de derechos: NO constitucionalizados. Remisión a la Ley

-Estado confesional-católico con tolerancia a otras confesiones.
	

	1874
	RESTAURACIÓN MONÀRQUICA (1875- 1931)

-1874 Restauración monárquica en ALFONS XII, hijo de Isabel II. Hegemonía partidos conservador (Cánovas del Castillo) y liberal (Sagasta). Cataluña vive la “fiebre de oro”.

- 1885 Muere Alfonso XII. Inicio REGENCIA DE M. CRISTINA
- OTROS: 1888 Se funda el PSOE y la Unión General de Trabajadores. 1892 Elaboración de las Bases de Manresa (1er documento pre-autonómico catalán)

-1897 Asesinato de Cánovas del Castillo. Sabino Arana funda el PNB. 1898 Desastre español en Cuba.-1901 Fundación Liga Regionalista en Cataluña

-1902 INICIO REINADO PERSONAL DE ALFONS XIII
1914 1ª GM. Mancomunidad en Cataluña 

-1917 Revolución bolchevique en Rusia.
	
	CONSTITUCIÓN DE 1876
- Incorpora ideología de la Restauración aunque es una Constitución aceptada por liberales –Sagasti-, y conservadores –Cánovas- que se alternan el poder. NO es producto de la voluntad popular.

- Rey: Moderador y clave del sistema político, tiene amplios poderes: poder ejecutivo y nombra al Gobierno; convoca, disuelve y suspende las Cortes Generales, tiene derecho de veto suspensivo.

Cortes Generales: hasta 1890 sufragio censitario y capacitario (estudios, 5%), después sufragio universal masculino pero fraude electoral y caciquismo.

-Soberanía compartida entre Rey y el Parlamento

- Derechos: Remisión a la ley, NO tienen garantías, Estado confesional y tolerancia al culto privado.

	1923-1930
	DICTADURA de PRIMO DE RIVERA

- Disuelve Cortes Generales, ayuntamientos. Vuelve el centralismo, militarismo, intento de partido único, etc

-1924 Mussolini inicia fascisno en Italia

-1929 Crack bolsa en Wall Street
	
	- La Dictadura de Primo de Rivera de 1923 implica la SUSPENSIÓN de la CONSTITUCIÓN de 1876

- Proyecto de Constitución Corporativa.

	1931-39
	- 1931 tras las elecciones municipales se proclama la SEGUNDA REPÚBLICA.
Francesc Macià proclama la República catalana i dos dias después la desproclama.  Creación de la Generalitat de Catalunya provisional.

-1932 Estatut de Catalunya x Corts Grls

-1933 Hitler sube al poder
1934 Lluís Companys proclama el Estado catalán: el Gobierno catalán es detenido, juzgado y condenado a cadena perpetua. Derecha gana el gobierno de la República española. Insurrección de los obreros en Asturias.  Dura represión.
-1936 Gana las elecciones el Frente de Izquierdas. Radicalización  conflictos. Inicio GUERRA CIVIL
	CONSTITUCIÓN 1931
- Intento de crear Estado, social democrático y de derecho por la influencia de Weimar/Austria

-Const. Racional-normativa. Soberanía popular. Asamblea Constituyente (mujeres sólo candidatas)  maj. Repbl-soclsta. Clara Campoamor/Victoria Kent

-Constitucionalitzación: sufragio universal masculino y femenino, derechos políticos, participación, derechos sociales (igualdad y libertad materiales), familia, economía, cultura y trabajo.  Subordinac. riqueza al interés grl 

-Presidente escogido por el Parlamento (unicameral) y compromisarios

- Estado integral y Tribunal Garantías ...
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© Robert Capa (1913-1914).
-Sobre la GUERRA CIVIL ESPAÑOLA por favor vean --aparte de los libros de la historia de España de autores como Paul Preston (entre otros: A Concise History of the Spanish Civil War; o, junto a Jordi Ainaud: La guerra civil española), Gerald Brenan (The Spanish Labyrinth: An Account of the Social and Political …), Gabriel Jackson (The Spanish Republic and the Civil War, 1931-1939), Ernest Hemingway (For Whom the Bell Tolls); Pierre Vilar (La Guerra Civil Española), Noam Chomsky (Objectivity and liberal scholarship); -- la página Web:

http://news.bbc.co.uk/2/hi/europe/country_profiles/992004.stm
http://www.guerracivil.org
- Para una aproximación amena a la historia reciente de España –república y guerra civil-- vean los libros excelentemente escritos por Ian Gibson en un castellano muy asequible sobre Antonio Machado (La vida de Antonio Machado.  Ligero de Equipaje) y Federico García Lorca (Vida, Pasión y Muerte de Federico García Lorca.  1898-1936).  Publicados por Santillana y Random House respectivamente.  Los encontrarán también en inglés.  Si tienen que escoger entre uno de los dos quizás, por su personalidad y su amistad con Dalí y Buñuel, es más interesante el de Federico García Lorca.
Muy recomendable también el libro sobre Victoria Kent (Victoria Kent.  Una pasión republicana) escrito por Miguel Ángel Villena en la editorial Debate.

Artículo de prensa:
La recuperación de la memoria histórica 
Garzón atribuye a Franco un plan de exterminio sistemático de los 'rojos'
El juez se declara competente para investigar la insurrección contra la República, aunque cederá el caso cuando le informen de que los jefes rebeldes están muertos 

JOSÉ YOLDI - Madrid - 17/10/2008 

El juez Baltasar Garzón pasó ayer a la historia al ser el primer magistrado español que ha atribuido al dictador Francisco Franco y a otros 34 jefes que dirigieron la rebelión contra el régimen legalmente constituido de la República la puesta en marcha de un plan de exterminio sistemático de sus oponentes políticos y de una represión que acabó con al menos 114.266 personas desaparecidas.

El juez Baltasar Garzón pasó ayer a la historia al ser el primer magistrado español que ha atribuido al dictador Francisco Franco y a otros 34 jefes que dirigieron la rebelión contra el régimen legalmente constituido de la República la puesta en marcha de un plan de exterminio sistemático de sus oponentes políticos y de una represión que acabó con al menos 114.266 personas desaparecidas, de las que no se ha dado razón de su paradero, y que a su juicio constituye un contexto de crímenes contra la humanidad.

El magistrado se declaró ayer competente para investigar las denuncias presentadas por las Asociaciones de la Memoria Histórica y ordenó que se inicien las exhumaciones de los cadáveres de 19 fosas comunes, entre las que figura la que supuestamente contiene los restos del poeta Federico García Lorca.

En una resolución, cuando menos original, Garzón asumió la investigación de la causa por considerar que los secuestros con desaparición de personas son delitos permanentes hasta tanto no se dé cuenta del paradero de los secuestrados, lo que determina que no estén afectados por la prescripción ni pueden ser amparados por una ley de Amnistía. Pero la competencia de la Audiencia Nacional no viene determinada por la investigación de esos delitos, a los que considera en un contexto de crímenes contra la humanidad por existir un plan sistemático de exterminio, sino porque Franco encabezó un golpe de Estado contra el Gobierno legítimo, y los delitos contra la forma de gobierno y los altos organismos de la nación, sí están atribuidos a la Audiencia Nacional.
Contra la Constitución
Ese delito es conexo con el de las desapariciones y el juez considera responsable del mismo a Franco y otros 34 generales y ministros. El auto menciona expresamente: "La acción desplegada por las personas sublevadas y que contribuyeron a la insurrección armada del 18 de julio de 1936, estuvo fuera de toda legalidad y atentaron contra la forma de gobierno (delitos contra la Constitución, del Título Segundo del Código Penal de 1932, vigente cuando se produjo la sublevación), en forma coordinada y consciente, determinados a acabar por las vías de hecho con la República mediante el derrocamiento del Gobierno legítimo de España, y dar paso con ello a un plan preconcebido que incluía el uso de la violencia, como instrumento básico para su ejecución".

Sin embargo, el magistrado es consciente de que Franco y todos los integrantes de la relación de golpistas que incluye en el auto han fallecido. Por ello, ha solicitado a los registros civiles que le aporten en el plazo de 10 días los certificados de defunción de todos ellos, con la finalidad de declarar extinguida su responsabilidad criminal por ese delito.

Sin la posibilidad de investigar ese delito, la Audiencia Nacional ya no sería competente en el caso y Garzón deberá remitir las actuaciones a los juzgados territoriales correspondientes de los lugares donde se cometieron las desapariciones forzosas. Eso quiere decir que, en el plazo de un mes, a lo sumo dos, Garzón ya no podrá seguir con el caso.

Mientras tanto, Garzón se recrea en recordar en el auto los bandos de los generales Mola y Queipo de Llano en los que ordenaban pasar por las armas a todos los que se opusieran al levantamiento, a los comunistas, a los marxistas, etcétera, y las declaraciones de Franco al Chicago Daily Tribune el 27 de junio de 1936 en las que asumía que tendría que matar a media España.

Para establecer la existencia del plan de desaparición y exterminio cita a varios historiadores y concluye con el corolario de Secundino Serrano: "No sólo era una guerra civil, sino también un programa de exterminio", acompañado del ocultamiento sistemático de los cuerpos de forma que los familiares no pudieran ubicar el lugar de inhumación.

El magistrado recuerda que nunca se han investigado penalmente estos crímenes atroces en España y que "hasta el día de la fecha, la impunidad ha sido la regla frente a unos acontecimientos que podrían revestir la calificación jurídica de crimen contra la humanidad".

También sostiene que no pretende hacer una causa general, ni una revisión de la Guerra Civil en sede judicial, aunque precisa que los vencedores, siguiendo instrucciones del fiscal general del Estado, recién acabada la guerra, sí abrieron una causa general contra las denominadas víctimas del "terror rojo".

Aunque el alcalde de Madrid, Alberto Ruiz-Gallardón, y otros regidores han remitido al juez listados que recogen muertos de ambos bandos, la investigación de Garzón se refiere únicamente a uno de ellos. Eso queda claro cuando el auto señala: "Los vencedores de la Guerra Civil aplicaron su derecho a los vencidos y desplegaron toda la acción del Estado para la localización, identificación y reparación de las víctimas caídas de la parte vencedora. No aconteció lo mismo respecto de los vencidos que además fueron perseguidos, encarcelados, desaparecidos y torturados por quienes habían quebrantado la legalidad vigente al alzarse en armas contra el Estado, llegando a aplicarles retroactivamente leyes (...) tanto durante la contienda, como después, en los años de posguerra, hasta 1952".

La fiscalía de la Audiencia Nacional ha anunciado ya la presentación de un recurso de apelación contra la decisión del juez que previsiblemente resolverá el pleno de la Sala Penal.
El auto de Garzón
- Pedir a los Registros Civiles certificado de defunción de Francisco Franco y otros 34 responsables "del derrocamiento del Gobierno legítimo de España".

- Reclamar al Ministerio del Interior la identificación de los máximos dirigentes de Falange Española entre el 17 de julio de 1936 y 1951.

- Formar un grupo de expertos para estudiar, analizar y dictaminar sobre el número, lugar, situación e identificación de las víctimas en el periodo.

- Formar un grupo de Policía Judicial que pueda acceder a registros públicos o privados para obtener información.

- Autorizar 19 exhumaciones solicitadas por las asociaciones demandantes.
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Sábado, 18.11.2000.
Franco, ese hombre
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Francisco Franco dejó todo "atado y bien atado".
Escribe para BBC Mundo la periodista Carmen González.

"El Caudillo es como la reencarnación de la Patria y tiene el poder recibido de Dios para gobernarnos…."

Con estas palabras describía el Catecismo Patriótico español de 1939 a Francisco Franco, el hombre que gobernó España durante 37 años, tras asumir el poder al final de una cruenta guerra civil que dejó más de medio millón de muertos, miles de exiliados y una sociedad dividida.

El hombre

El segundo hijo de un oficial de la marina afincado en El Ferrol, Galicia, Franco vino al mundo un 4 de diciembre de 1892 y fue bautizado en la Basílica de San Francisco como Francisco Hermenegildo Paulino Teódulo Franco Bahamonde.
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Cuando se analizan los primeros años de su existencia, siempre se recuerdan sus orígenes humildes, aunque acomodados, y el abandono de la familia por parte del padre.

Las diversas biografías describen a este "primer Franco" como un joven tímido, gris y no muy buen estudiante.

Su voz, aflautada, y su apariencia física le valieron el diminutivo de Paquito, con el que se le conoció durante muchos años, incluso una vez iniciada su carrera militar. Pero es ahí, en el ejército, donde "Paquito" descubriría en sí mismo al Generalísimo que llevaba dentro.

El ascenso al poder

Franco entró en la Academia Militar de Toledo en 1907 y se graduó como teniente segundo en 1910. Marchó después a Marruecos, donde participó en las sangrientas campañas africanas.

La creación de la Legión Extranjera le dio la oportunidad de convertirse en comandante a los 30 años y llegar a general a los 34, el más joven de Europa desde Napoleón Bonaparte.
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Para entonces, pese a que a Franco no se le consideraba el general más brillante de su generación, la mitología franquista había nacido y, con ella, la figura del Caudillo, el salvador de España, el defensor de la Cruzada, del Imperio y de la grandeza de la Madre Patria, apelativos que mantendría hasta el final de sus días.

Franco se había casado en 1923 con Carmen Polo, heredera de una influyente familia de Oviedo, en Asturias, y como, su madre, de ferviente religiosidad.

Con ella, Franco entró en los salones de la aristocracia, con la que más tarde emparentaría gracias a los matrimonios de su hija y de su nieta en círculos reales.

La Guerra Civil

El 18 de julio de 1936 Franco se unió al Alzamiento Nacional, iniciado por el General Sanjurjo y otros militares en distintas partes de España para acabar con el gobierno del Frente Popular, una coalición de partidos de izquierda que ganó las elecciones generales de febrero de 1936.
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Con él, trajo sus tropas de élite de Marruecos y su experiencia en las batallas coloniales en el norte de África.

La prematura muerte de Sanjurjo catapultó definitivamente a Franco a la cumbre. La guerra civil se decidió en su favor pero para entonces España era un país quebrado.

La posguerra fue el período de más depresión y represión del nuevo régimen. Franco siempre dejó en claro que no creía en la reconciliación y persiguió sistemáticamente a sus adversarios.

La postguerra

En uno de sus más conocidos discursos, aseguró que "los españoles no creen en las palabras rendición y prisioneros, sino sólo en la victoria y la muerte".

Miles de exiliados partieron para América Latina; otros, para países europeos y hasta la Unión Soviética.
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El régimen franquista, el gobierno absoluto de Franco durante casi cuatro décadas de la historia de España, se basaba en la personalidad y la ideología de su fundador.

Franco odiaba a los comunistas, a los masones y a los liberales y defendía la fe católica y los valores del Imperio Español por encima de todo. Se refería a la independencia de las últimas colonias españolas (Cuba, Puerto Rico y Filipinas) como "el desastre" y relacionaba a la izquierda con el mismo demonio.

Además, como hombre de armas, creía más en la victoria que en la paz. Según rezaba el escudo de armas nacional, España era (o debía ser) UNA, GRANDE Y LIBRE.

Si todos estos adjetivos parecen excesivos, baste echar un vistazo a los instrumentos de propaganda del régimen de Franco, entre los que se destacan los llamados Nodos, una primitiva versión de los videos comerciales de hoy en día, en los que el lenguaje de exaltación de los valores patrios alcanza niveles que hoy resultan casi cómicos.

El regreso al mundo

España se vio aislada de la comunidad internacional durante más de una década, y ello propició una economía basada en un sistema corporativista y autárquico. Sin embargo, la Guerra Fría supuso un balón de oxígeno para Franco.
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A principios de los cincuenta, casi simultáneamente, Estados Unidos y la Santa Sede firmaron acuerdos de cooperación con su gobierno, dándole la legitimidad internacional que necesitaba.

A ello siguieron la incorporación de España a las Naciones Unidas y el primer plan de estabilización económica, acordado con el Fondo Monetario Internacional.

Es entonces cuando Franco renovó su entorno político, sustituyendo a algunos de los militares, falangistas y tradicionalistas, por jóvenes tecnócratas, afines al Opus Dei, que encabezaron la reforma económica.

En los sesenta, la ideología del régimen seguía intacta, pero Franco necesitaba una nueva legitimidad y cierta prosperidad para mantener el control absoluto.

El comienzo del fin

En julio de 1969 se anunció que el príncipe Juan Carlos de Borbón sería el sucesor de Franco en la jefatura del Estado y un año después se firmó el primer acuerdo con el Mercado Común Europeo, antecedente de la actual Unión Europea.
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A principios de los setenta, el Caudillo aparecía todavía en el balcón del Palacio de Oriente, en Madrid, y presidía las paradas militares en las celebraciones del día de la victoria.

Sin embargo, el deterioro físico era obvio y empezaba a escucharse lo que se convertiría en una de las frases más repetidas de la época: "Y después de Franco… ¿qué?"

Para muchos, la respuesta estaba en el Almirante Luis Carrero Blanco, su vicepresidente de gobierno en 1969, un hombre a quien Franco habría confiado la continuidad del régimen tras su muerte.

El comienzo del comienzo

Pero Carrero Blanco cayó víctima de un atentado de la ETA en diciembre de 1973, dejando abierta la duda de si hubiera sido posible el franquismo sin Franco.
[image: image19.jpg]


En los últimos meses de su vida, Franco hizo honor a su leyenda, respondiendo con condenas y penas de muerte a la creciente rebeldía de algunos sectores de la sociedad española.

En septiembre de 1975 firmó cinco penas de muerte de activistas de izquierda, que fueron ejecutados el 27 de ese mes. El rechazo internacional fue total.

Franco murió el 20 de noviembre de 1975, tras una prolongada agonía. Un lloroso presidente del gobierno, Carlos Arias Navarro, anunció a los españoles la muerte del Caudillo. Dos días después, Juan Carlos fue investido Rey de España por el Parlamento.

Franco se jactó de haber dejado todo "atado y bien atado". Sin embargo, 25 años después de su muerte muchas preguntas siguen sin una respuesta clara porque sus papeles personales continúan fuera del alcance del Estado español.
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También sigue sin solucionarse la cuestión de la violencia separatista, considerada por muchos como otro legado del franquismo.

Sin embargo, en la España de hoy, el fantasma de Franco parece no quitar el sueño a nadie, porque hace mucho que no se oye en las calles la otra frase favorita de la transición democrática española: "Si Franco levantara la cabeza"… 
LEY 1/1977, DE 4 DE ENERO, PARA LA REFORMA POLÍTICA
Remitido a consulta de la Nación y ratificado por mayoría de votos en el referéndum celebrado el día quince de diciembre de mil novecientos setenta y seis el Proyecto de Ley para la Reforma Política, de rango Fundamental, que había sido aprobado por las Cortes en sesión plenaria del dieciocho de noviembre de mil novecientos setenta y seis, dispongo:
Artículo 1.-
Uno. La democracia, en el Estado español se basa en la supremacía de la Ley, expresión de la voluntad soberana del pueblo.
Los derechos fundamentales de la persona son inviolables y vinculan a todos los órganos del Estado.

Dos. La potestad de elaborar y aprobar las leyes reside en las Cortes. El Rey sanciona y promulga las leyes.
Artículo 2.-
Uno. Las Cortes se componen del Congreso de Diputados y del Senado

Dos. Los Diputados del Congreso serán elegidos por sufragio universal, directo y secreto de los españoles mayores de edad.
Tres. Los Senadores serán elegidos en representación de las Entidades territoriales. El Rey podrá designar para cada legislatura Senadores en número no superior a la quinta parte del de los elegidos.
Cuatro. La duración del mandato de Diputados y Senadores será de cuatro años.

Cinco. El Congreso y el Senado establecerán sus propios Reglamentos y elegirán sus respectivos Presidentes.

Seis. El Presidente de las Cortes y del Consejo del Reino será nombrado por el Rey.
Artículo 3.-
Uno. La iniciativa de reforma constitucional corresponderá:

a) Gobierno
b) Al Congreso de Diputados.
Dos. Cualquier reforma constitucional requerirá la aprobación por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso y del Senado. El Senado deliberará sobre el texto previamente aprobado por el Congreso y, si éste no fuera aceptado en sus términos, las discrepancias se someterán a una Comisión Mixta, bajo la presidencia de quien ostentara la de las Cortes y de la que formarán parte los Presidentes del Congreso y del Senado, cuatro Diputados y cuatro Senadores, elegidos por las respectivas Cámaras. Si esta Comisión no llegara a un acuerdo o los términos del mismo no merecieran la aprobación de una y otra Cámara, la decisión se adoptará por mayoría absoluta de los componentes de las Cortes en reunión conjunta de ambas Cámaras.

Tres. El Rey, antes de sancionar una Ley de Reforma Constitucional, deberá someter el Proyecto a referéndum de la Nación.
Artículo 4.- En la tramitación de los Proyectos de Ley ordinaria, el Senado deliberará sobre el texto previamente aprobado por el Congreso. En caso de que éste no fuera aceptado en sus términos, las discrepancias se someterán a una Comisión Mixta, compuesta de la misma forma que se establece en el Artículo anterior.

Si esta Comisión no llegara a un acuerdo o los términos del mismo no merecieran la aprobación, por mayoría simple, de una y otra Cámara, el Gobierno podrá pedir al Congreso de Diputados que resuelva definitivamente por mayoría absoluta de sus miembros.
Artículo 5.- El Rey podrá someter directamente al pueblo una opción política de interés nacional, sea o no de carácter constitucional, para que decida mediante referéndum, cuyos resultados se impondrán a todos los órganos del Estado.

Si el objeto de la consulta se refiriera a materia de competencia de las Cortes y éstas no tomaran la decisión correspondiente de acuerdo con el resultado del referéndum, quedarán disueltas, procediéndose a la convocatoria de nuevas elecciones.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Primera. El Gobierno regulará las primeras elecciones a Cortes para constituir un Congreso de trescientos cincuenta Diputados y elegir doscientos siete Senadores a razón de cuatro por provincia y uno más por cada provincia insular, dos por Ceuta y dos por Melilla, Los Senadores serán elegidos por sufragio universal, directo y secreto de los españoles mayores de edad que residan en el respectivo territorio.

Las elecciones al Congreso se inspirarán en criterios de representación proporcional, conforme a las siguientes bases:
Primera. Se aplicarán dispositivos correctos para evitar fragmentaciones inconvenientes de la Cámara, a cuyo efecto se fijarán porcentajes mínimos de sufragios para acceder al Congreso.

Segunda. La circunscripción electoral será la provincia, fijándose un número mínimo inicial de Diputados para cada una de ellas.

Las elecciones al Senado se inspirarán en criterios de escrutinio mayoritario.
Segunda. Una vez constituidas las nuevas Cortes:
Uno. Una Comisión compuesta por los Presidentes de las Cortes, del Congreso de Diputados y del Senado, por cuatro Diputados elegidos por el Congreso y por cuatro senadores elegidos por el Senado, asumirá las funciones que el Artículo 13 de la Ley de Cortes encomienda a la Comisión que en él se menciona.
Dos. Cada Cámara constituirá una Comisión que asuma las demás funciones encomendadas a la Comisión prevista en el Artículo 12 de la Ley de Cortes.

Tres. Cada Cámara elegirá de entre sus miembros cinco Consejeros del Reino para cubrir las vacantes producidas por el cese de los actuales Consejeros electivos.
Tercera. Desde la constitución de las nuevas Cortes y hasta que cada Cámara establezca su propio Reglamento, se regirán por el de las actuales Cortes en lo que no esté en contradicción con la presente Ley, sin perjuicio de la facultad de acordar, de un modo inmediato, las modificaciones parciales que resulten necesarias o se estimen convenientes.
DISPOSICIÓN FINAL.
La Presente Ley tendrá rango de Ley Fundamental.

Dada en Madrid a cuatro de enero de mil novecientos setenta y seis. Juan Carlos. El Presidente de las Cortes Españolas, Torcuato Fernández-Miranda y Hevia.
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CRONOLOGÍA TRANSICIÓN (©  BBC WORLD):
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Juan Carlos I firma la Constitución española ante la mirada del príncipe Felipe. 



1975-1982
Los años de transición

1975, 20 de noviembre. Muere Francisco Franco.

1975, 22 de noviembre. Juan Carlos de Borbón es coronado rey de España.
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1976, enero. Se celebran las primeras elecciones municipales en las que participan asociaciones políticas.

1976, julio. Adolfo Suárez substituye a Arias Navarro al frente del gobierno.

1976, 15 de diciembre. Gana el sí en el referéndum sobre la Ley de Reforma Política en la que se aboga por una "transición sin rupturas".

1977, 27 de mayo. Se amnistía a los presos políticos por Real Decreto.

1977, abril. Se legaliza el Partido Comunista de España.
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1977, junio. Primeras elecciones generales libres en 41 años. Gana la Unión de Centro Democrático, UCD, con Adolfo Suárez a la cabeza.

1977, octubre. Regresa el presidente del gobierno catalán en el exilio, Josep Tarradellas.

1977, octubre. Pactos de la Moncloa, en los que los partidos consolidan la transición política y económica.

1977, diciembre. El poeta Vicente Aleixandre gana el Premio Nobel de Literatura.
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1978, 18 de noviembre. La polícía frustra la "Operación Galaxia" que pretendía perpetrar un golpe de estado militar.

1978, 6 de diciembre. Por referéndum se aprueba la Constitución.

1979. La Unión de Centro Democrático de Adolfo Suárez gana las elecciones generales.

1980. Cataluña y el País Vasco aprueban sus estatutos por referéndum y se convierten oficialmente en comunidades autónomas. Desde entonces, en ambas regiones gobiernan partidos nacionalistas moderados.

1981, 23 de febrero. Intento de golpe de Estado por parte del teniente coronel Antonio Tejero, de la Guardia Civil. La intervención del rey aborta el golpe.

1981, julio. Se apueba la ley del Divorcio.

1981, diciembre. España firma el protocolo de adhesión a la OTAN.

1982, junio. Mundial de Fútbol en España.
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El golpe de Estado del coronel Tejero se frustró al no contar con el apoyo del rey.

1982-1994
De Felipe González a Europa

1982, octubre. El Partido Socialista Obrero Español, PSOE, gana por mayoría absoluta las elecciones generales. Felipe González es investido nuevo presidente del gobierno.

1982, noviembre. El Papa Juan Pablo II visita España por primera vez.
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1983, febrero. Proyecto de ley de despenalización del aborto.

1983. El gobierno expropia el "holding" Rumasa al empresario Ruiz Mateos.

1983. "Volver a empezar", de José Luis Garci, gana un Óscar. Se autoriza la apertura de cines pornográficos.

1984. Nace en Barcelona el primer bebé probeta español.

1986, 1 de enero. España y Portugal se convierten en miembros de pleno derecho de la Comunidad Europea.

1986, 12 de marzo. Se aprueba por referéndum la integración de España en la OTAN.
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1986, septiembre. María Dolores Cataraín, "Yoyes", muere en un atentado atribuido a sus antiguos compañeros de ETA.

1987, junio. 15 muertos y 35 heridos en un atentado de ETA contra los grandes almacenes Hipercor, en Barcelona.

1989. Muere el pintor Salvador Dalí.

1989, diciembre. Camilo José Cela recibe el Premio Nobel de Literatura.

1991, julio. Miguel Induráin gana su primer Tour de Francia. Ganaría cinco consecutivos.

1992. Se celebran la Exposición Universal en Sevilla y los Juegos Olimpicos de Barcelona. También se pone en órbita el Hispasat 1A, el primer satélite español.

1994, abril. La película "Belle Époque" de Fernando Trueba gana un Oscar.
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La forma en que ETA secuestró y acabó con la vida del concejal Miguel Ángel Blanco en 48 horas sacudió a España.

Los años más duros de ETA (1995-2000)

1995, abril. Atentado frustrado de ETA contra el entonces líder de la oposición, José María Aznar.

1995, diciembre. El español Javier Solana es nombrado secretario general de la OTAN.
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1996. Muere en un atentado atribuido a ETA el presidente del Tribunal Constitucional, Francisco Tomás y Valiente.
1996, marzo. El Partido Popular gana las elecciones generales, pero José María Aznar debe pactar con los nacionalistas vascos y catalanes para ser investido presidente del gobierno.

1997, julio. El secuestro y asesinato del concejal Miguel Ángel Blanco por parte de ETA sacude a la opinión pública española. 

1997, octubre. Inauguran el museo Guggenheim en Bilbao.

1997, diciembre. El Tribunal Supremo encarcela a 21 dirigentes de Herri Batasuna, brazo político de ETA.
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1998, julio. El Tribunal Supremo encarcela al ex-ministro del Interior, José Barrionuevo, por el caso GAL.

1998, 16 de octubre. El juez Baltazar Garzón emite orden de captura internacional del ex mandatario de facto de Chile, Augusto Pinochet. 

1999, septiembre. ETA propone un "alto el fuego" indefinido.

1999, 28 de noviembre. ETA pone fin a la tregua argumentando que el gobierno no acercó sus presos al País Vasco.
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2000, enero. Primer atentado de ETA en Madrid desde el fin de la tregua.

2000, marzo. Pedro Almodóvar gana un Oscar por su película "Todo sobre mi madre". 

2000, mayo. El Partido Popular gana las elecciones generales por mayoría absoluta. 

© BBC World Service
Bush House, Strand, London WC2B 4PH, UK.
TEMA 2: LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978.
Por favor consulte las siguientes páginas Web:

http://constitucion.rediris.es
http://www.tribunalconstitucional.es
http://www.acoes.es/materiales.html
TEMA 3: EL SISTEMA INSTITUCIONAL ESPAÑOL:
Las principales instituciones españolas pueden consultarse en cada una de sus páginas Web.  Allí se explica su posición, funcionamiento y sus poderes:

http://www.tribunalconstitucional.es
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso
http://www.senado.es
http://www.la-moncloa.es/default.htm
http://www.defensordelpueblo.es
http://www.poderjudicial.es
http://www.casareal.es
- Para ver como funciona el Sistema d’Hondt por favor consulte la siguiente página web:

http://www.elmundo.es/elecciones2000/cifras/graficodhont.html
TEMA 4: DERECHOS Y LIBERTADES EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA.
CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA
Don Juan Carlos I, Rey de España, a todos los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: Que las Cortes han aprobado y el pueblo español ratificado la siguiente Constitución:
PREÁMBULO
La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de:

Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme a un orden económico y social justo.

Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular.

Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos

humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.

Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna

calidad de vida.

Establecer una sociedad democrática avanzada, y

Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra.

En consecuencia, las Cortes aprueban y el pueblo español ratifica la siguiente

CONSTITUCIÓN

TÍTULO PRELIMINAR
Artículo 1
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección.

Artículo 4
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.
Artículo 5
La capital del Estado es la villa de Madrid.
Artículo 6
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.
Artículo 7
                Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.
Artículo 8
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente Constitución.
Artículo 9
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.
TÍTULO I
De los derechos y deberes fundamentales
Artículo 10
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO

De los españoles y los extranjeros
Artículo 11
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.
Artículo 12
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.
Artículo 13
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España.
CAPITULO SEGUNDO

Derechos y libertades
Artículo 14
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o

circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1ª

De los derechos fundamentales y de las libertades públicas
Artículo 15
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.
Artículo 16
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.
Artículo 17
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional.
Artículo 18
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.
Artículo 19
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el

territorio nacional.

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.
Artículo 20
1. Se reconocen y protegen los derechos:
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial.
Artículo 21
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes.
Artículo 22
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.
Artículo 23
1. Los ciudadanos tiene el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.
Artículo 24
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.

La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.
Artículo 25
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad.
Artículo 26
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones profesionales.
Artículo 27
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades

fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.
Artículo 28
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a formar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
Artículo 29
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2ª

De los derechos y deberes de los ciudadanos
Artículo 30
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública.
Artículo 31
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.
Artículo 32
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.
Artículo 33
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.
Artículo 34
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.
Artículo 35
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.
Artículo 36
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.
Artículo 37
La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.
Artículo 38
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.

CAPITULO TERCERO
De los principios rectores de la política social y económica
Artículo 39
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.
Artículo 40
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.
Artículo 41
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.
Artículo 42
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.
Artículo 43
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte.

Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.
Artículo 44
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés general.
Artículo 45
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.
Artículo 46
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.
Artículo 47
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.
Artículo 48
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural.
Artículo 49
Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos.
Artículo 50
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.
Artículo 51
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de autorización de productos comerciales.
Artículo 52
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO
De las garantías de las libertades y derechos fundamentales
Artículo 53
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.
Artículo 54
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPITULO QUINTO
De la suspensión de los derechos y libertades
Artículo 55
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas.

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

(…)
TITULO IX

Del Tribunal Constitucional

(…)

Artículo 161
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:
a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada.
b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.
c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.
d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses.
Artículo 162
1. Están legitimados:
a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.
b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.
Artículo 163
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos.
Artículo 164
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente a todos.

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la inconstitucionalidad.
Artículo 165
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.
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Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.
(…)
TÍTULO III.
DEL RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL.

CAPÍTULO I.
DE LA PROCEDENCIA E INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL.
Artículo 41. Uno. Los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 de la Constitución serán susceptibles de amparo constitucional, en los casos y formas que esta Ley establece, sin perjuicio de su tutela general encomendada a los Tribunales de Justicia. Igual protección será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30 de la Constitución.  Dos. El recurso de amparo constitucional protege, en los términos que esta Ley establece, frente a las violaciones de los derechos y libertades a que se refiere el apartado anterior, originadas por las disposiciones, actos jurídicos, omisiones o simple vía de hecho de los poderes públicos del Estado, las Comunidades Autónomas y demás entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional, así como de sus funcionarios o agentes. Tres. En el amparo constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales se formuló el recurso.
Artículo 42. Las decisiones o actos sin valor de Ley, emanados de las Cortes o de cualquiera de sus órganos, o de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, o de sus órganos, que violen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, podrán ser recurridos dentro del plazo de tres meses desde que, con arreglo a las normas internas de las Cámaras y Asambleas, sean firmes.
Artículo 43. Uno. Las violaciones de los derechos y libertades antes referidos originadas por disposiciones, actos jurídicos, omisiones o simple vía de hecho del Gobierno o de sus autoridades o funcionarios, o de los órganos ejecutivos colegiados de las comunidades autónomas o de sus autoridades o funcionarios o agentes, podrán dar lugar al recurso de amparo una vez que se haya agotado la vía judicial procedente.  Dos. El plazo para interponer el recurso de amparo constitucional será el de los veinte días siguientes a la notificación de la resolución recaída en el previo proceso judicial. Tres. El recurso solo podrá fundarse en la infracción por una resolución firme de los preceptos constitucionales que reconocen los derechos o libertades susceptibles de amparo.
Artículo 44. Uno. Las violaciones de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, que tuvieran su origen inmediato y directo en un acto u omisión de un órgano judicial, podrán dar lugar a este recurso siempre que se cumplan los requisitos siguientes:

a. Que se hayan agotado todos los medios de impugnación previstos por las normas procesales para el caso concreto dentro de la vía judicial.

b. Que la violación del derecho o libertad sea imputable de modo inmediato y directo a una acción u omisión del órgano judicial con independencia de los hechos que dieron lugar al proceso en que aquellas se produjeron, acerca de los que, en ningún caso, entrará a conocer el Tribunal Constitucional.

c. Que se haya denunciado formalmente en el proceso, si hubo oportunidad, la vulneración del derecho constitucional tan pronto como, una vez conocida, hubiera lugar para ello.

Dos. El plazo para interponer el recurso de amparo será de 30 días, a partir de la notificación de la resolución recaída en el proceso judicial.
Artículo 45. 
Artículo 46. Uno. Están legitimados para interponer el recurso de amparo constitucional:

a. En los casos de los artículos 42 y 45, la persona directamente afectada, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

b. En los casos de los artículos 43 y 44, quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspondiente, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

Dos. Si el recurso se promueve por el Defensor del Pueblo o el Ministerio Fiscal, la sala competente para conocer del amparo constitucional lo comunicará a los posibles agraviados que fueran conocidos y ordenará anunciar la interposición del recurso en el Boletín Oficial del Estado a efectos de comparecencia de otros posibles interesados. Dicha publicación tendrá carácter preferente.
Artículo 47. Uno. Podrán comparecer en el proceso de amparo constitucional, con el carácter de demandado o con el de coadyuvante, las personas favorecidas por la decisión, acto o hecho en razón del cual se formule el recurso que ostenten un interés legítimo en el mismo. Dos. El Ministerio Fiscal intervendrá en todos los procesos de amparo, en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tuteado por la Ley.

CAPÍTULO II.
DE LA TRAMITACIÓN DE LOS RECURSOS DE AMPARO CONSTITUCIONAL.
Artículo 48. El conocimiento de los recursos de amparo constitucional corresponde a las Salas del Tribunal Constitucional y, en su caso, a las Secciones.
Artículo 49. Uno. El recurso de amparo constitucional se iniciará mediante demanda en la que se expondrán con claridad y concisión los hechos que la fundamenten, se citarán los preceptos constitucionales que se estimen infringidos y se fijará con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o libertad que se considere vulnerado. En todo caso, la demanda justificará la especial trascendencia constitucional del recurso.

Dos. Con la demanda se acompañaran:

a. El documento que acredite la representación del solicitante del amparo.

b. En su caso, la copia, traslado o certificación de la resolución recaída en el procedimiento judicial o administrativo.

Tres. A la demanda se acompañaran también tantas copias literales de la misma y de los documentos presentados como partes en el previo proceso, si lo hubiere, y una más para el Ministerio Fiscal. Cuatro. De incumplirse cualquiera de los requisitos establecidos en los apartados que anteceden, las Secretarías de Justicia lo pondrán de manifiesto al interesado en el plazo de 10 días, con el apercibimiento de que, de no subsanarse el defecto, se acordará la inadmisión del recurso.
Artículo 50. Uno. El recurso de amparo debe ser objeto de una decisión de admisión a trámite. La Sección, por unanimidad de sus miembros, acordará mediante providencia la admisión, en todo o en parte, del recurso solamente cuando concurran todos los siguientes requisitos:

a. Que la demanda cumpla con lo dispuesto en los artículos 41 a 46 y 49.

b. Que el contenido del recurso justifique una decisión sobre el fondo por parte del Tribunal Constitucional en razón de su especial trascendencia constitucional, que se apreciará atendiendo a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales.

Dos. Cuando la admisión a trámite, aun habiendo obtenido la mayoría, no alcance la unanimidad, la Sección trasladará la decisión a la Sala respectiva para su resolución. Tres. Las providencias de inadmisión, adoptadas por las Secciones o las Salas, especificarán el requisito incumplido y se notificarán al demandante y al Ministerio Fiscal. Dichas providencias solamente podrán ser recurridas en súplica por el Ministerio Fiscal en el plazo de tres días. Este recurso se resolverá mediante auto, que no será susceptible de impugnación alguna. Cuatro. Cuando en la demanda de amparo concurran uno o varios defectos de naturaleza subsanable, se procederá en la forma prevista en el artículo 49.4; de no producirse la subsanación dentro del plazo fijado en dicho precepto, la Sección acordará la inadmisión mediante providencia, contra la cual no cabrá recurso alguno.
Artículo 51. Uno. Admitida la demanda de amparo, la sala requerirá con carácter urgente al órgano o a la autoridad de que dimane la decisión, el acto o el hecho, o al Juez o Tribunal que conoció del procedimiento precedente para que, en plazo que no podrá exceder de diez días, remita las actuaciones o testimonio de ellas. Dos. El órgano, autoridad, Juez o Tribunal acusará inmediato recibo del requerimiento, cumplimentará el envío dentro del plazo señalado y emplazará a quienes fueron parte en el procedimiento antecedente para que puedan comparecer en el proceso constitucional en el plazo de diez días.
Artículo 52. Uno. Recibidas las actuaciones y transcurrido el tiempo de emplazamiento, la sala dará vista de las mismas a quien promovió el amparo, a los personados en el proceso, al Abogado del Estado, si estuviera interesada la Administración Pública, y al Ministerio Fiscal. La vista será por plazo común que no podrá exceder de veinte días, y durante el podrán presentarse las alegaciones procedentes.  Dos. Presentadas las alegaciones o transcurrido el plazo otorgado para efectuarlas, la Sala podrá deferir la resolución del recurso, cuando para su resolución sea aplicable doctrina consolidada del Tribunal Constitucional, a una de sus Secciones o señalar día para la vista, en su caso, o deliberación y votación.  Tres. La Sala, o en su caso la Sección, pronunciará la sentencia que proceda en el plazo de 10 días a partir del día señalado para la vista o deliberación.

CAPÍTULO III.
DE LA RESOLUCIÓN DE LOS RECURSOS DE AMPARO CONSTITUCIONAL Y SUS EFECTOS.
Artículo 53. La Sala o, en su caso, la Sección, al conocer del fondo del asunto, pronunciará en su sentencia alguno de estos fallos:

a. Otorgamiento de amparo.

b. Denegación de amparo.
Artículo 54. Cuando la Sala o, en su caso, la Sección conozca del recurso de amparo respecto de decisiones de jueces y tribunales, limitará su función a concretar si se han violado derechos o libertades del demandante y a preservar o restablecer estos derechos o libertades, y se abstendrá de cualquier otra consideración sobre la actuación de los órganos jurisdiccionales.
Artículo 55. Uno. La sentencia que otorgue el amparo contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes:

a. Declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos o libertades protegidos, con determinación en su caso de la extensión de sus efectos.

b. Reconocimiento del derecho o libertad pública, de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado.

c. Restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho o libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en su caso, para su conservación.

Dos. En el supuesto de que el recurso de amparo debiera ser estimado porque, a juicio de la Sala o, en su caso, la Sección, la Ley aplicada lesione derechos fundamentales o libertades públicas, se elevará la cuestión al Pleno con suspensión del plazo para dictar sentencia, de conformidad con lo prevenido en los artículos 35 y siguientes.
Artículo 56. Uno. La interposición del recurso de amparo no suspenderá los efectos del acto o sentencia impugnados. Dos. Ello no obstante, cuando la ejecución del acto o sentencia impugnados produzca un perjuicio al recurrente que pudiera hacer perder al amparo su finalidad, la Sala, o la Sección en el supuesto del artículo 52.2, de oficio o a instancia del recurrente, podrá disponer la suspensión, total o parcial, de sus efectos, siempre y cuando la suspensión no ocasione perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido, ni a los derechos fundamentales o libertades de otra persona. Tres. Asimismo, la Sala o la Sección podrá adoptar cualesquiera medidas cautelares y resoluciones provisionales previstas en el ordenamiento, que, por su naturaleza, puedan aplicarse en el proceso de amparo y tiendan a evitar que el recurso pierda su finalidad. Cuatro. La suspensión u otra medida cautelar podrá pedirse en cualquier tiempo, antes de haberse pronunciado la sentencia o decidirse el amparo de otro modo. El incidente de suspensión se sustanciará con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal, por un plazo común que no excederá de tres días y con el informe de las autoridades responsables de la ejecución, si la Sala o la Sección lo creyera necesario. La Sala o la Sección podrá condicionar la denegación de la suspensión en el caso de que pudiera seguirse perturbación grave de los derechos de un tercero, a la constitución de caución suficiente para responder de los daños o perjuicios que pudieran originarse. Cinco. La Sala o la Sección podrá condicionar la suspensión de la ejecución y la adopción de las medidas cautelares a la satisfacción por el interesado de la oportuna fianza suficiente para responder de los daños y perjuicios que pudieren originarse. Su fijación y determinación podrá delegarse en el órgano jurisdiccional de instancia. Seis. En supuestos de urgencia excepcional, la adopción de la suspensión y de las medidas cautelares y provisionales podrá efectuarse en la resolución de la admisión a trámite. Dicha adopción podrá ser impugnada en el plazo de cinco días desde su notificación, por el Ministerio Fiscal y demás partes personadas. La Sala o la Sección resolverá el incidente mediante auto no susceptible de recurso alguno.
Artículo 57. La suspensión o su denegación puede ser modificada durante el curso del juicio de amparo constitucional, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser conocidas al tiempo de substanciares el incidente de suspensión.
Artículo 58. Uno. Serán competentes para resolver sobre las peticiones de indemnización de los daños causados como consecuencia de la concesión o denegación de la suspensión los Jueces o Tribunales, a cuya disposición se pondrán las fianzas constituidas. Dos. Las peticiones de indemnización, que se substanciarán por el trámite de los incidentes, deberán presentarse dentro del plazo de un año a partir de la publicación de la sentencia del Tribunal Constitucional.
Artículo de prensa:
Veinte años de amparo a los ciudadanos
B. DE LA CUADRA - Madrid EL PAÍS | España - 09-07-2000 
Miles de españoles han recurrido al Tribunal Constitucional al sentirse desprotegidos por los jueces Miles de ciudadanos han sido amparados por el Tribunal Constitucional durante los 20 primeros años de existencia de esta institución, conmemorados el pasado martes. Además de las funciones, más políticas, de anulación -por inconstitucionales- de algunos preceptos legales y de limitación de las competencias entre el Estado y las comunidades autónomas, el máximo intérprete de la Constitución ha dedicado la mayor parte de sus casi 4.000 sentencias a resolver recursos de amparo, en su mayoría referidos a la tutela judicial - el derecho de los ciudadanos a que la justicia vele por sus intereses-, la igualdad, la libertad y la intimidad.La resistencia de los jueces ordinarios a aplicar directamente la Constitución ha exigido a los magistrados constitucionales una labor de disciplina hacia el Poder Judicial, incluido el Tribunal Supremo, para garantizar a los ciudadanos los derechos fundamentales que la Constitución reconoce. Éstos son algunos ejemplos: 

- Enmienda al Papa. En 1988, el Tribunal Constitucional enmendó la plana al mismísimo papa Juan Pablo II, que un año antes había concedido la dispensa de un matrimonio "no consumado" a pesar de la evidencia de que los dos contrayentes asumían la paternidad del hijo que tuvieron en común. La esposa logró el reconocimiento de los efectos civiles de la anulación canónica del matrimonio, pero el Constitucional, al que acudió el marido, anuló las resoluciones judiciales fundamentadas en la decisión papal y su reflejo en el Registro Civil, por indefensión y falta de tutela judicial del recurrente. 

- El militar tolerante. El alto tribunal amparó en 1997 a un capitán de Artillería expulsado del Ejército por haber consentido el adulterio de su esposa con un teniente de Infantería. El capitán apeló al derecho a la intimidad y arguyó que "en modo alguno afecta al honor militar el hecho de consentir la infidelidad conyugal". La sentencia, que revocó la sanción de expulsión, razonó que ni el Tribunal de Honor que enjuició el caso en 1979 y dio origen a que el Ministerio de Defensa expulsara al militar, ni la Sala Quinta de lo Militar del Tribunal Supremo, que en 1994 avaló la medida, aclararon "en qué consistía la deshonra" o "cuál era el comportamiento alternativo adecuado". 

- La viuda ganó 17 años después. Diecisiete años después de que el esposo y el hijo de Josefa Martínez Cervilla atravesaran en 1976, a bordo de una motocicleta, un paso a nivel sin barrera y resultaran muertos arrollados por el tren, el Tribunal Constitucional anuló las decisiones judiciales, incluida la del Supremo, que declararon prescrita la reclamación a Renfe de una indemnización de 10 millones de pesetas. Los jueces decretaron la prescripción porque la demanda de la viuda se presentó tres días después del plazo legal de un año desde que se archivó el caso penal. Según ellos, la demandante debió "estar atenta". El Supremo también dictaminó que la mujer tenía que haber sido más diligente. En cambio, el Constitucional entendió que no puede pedírsele al ciudadano una diligencia que los órganos judiciales no observaron, ya que, aunque la viuda no fuera parte en el proceso penal, debió de notificársele el archivo del mismo. 

- Micrófonos en el casino. Los micrófonos instalados en el casino de A Toxa (Pontevedra) durante el verano de 1995 fueron prohibidos en abril de 2000 por el Tribunal Constitucional, por estimar que, aunque su finalidad fuera la seguridad, vulneraban el derecho a la intimidad de los trabajadores y de los clientes del casino. La empresa alegó que las dependencias donde estaban instalados los micrófonos -en las secciones de caja y de la ruleta francesa- no eran idóneas para ejercer el derecho a la intimidad. El Constitucional razonó que "la mera utilidad o conveniencia para la empresa" no legitima la instalación de tales aparatos, que suponen una intromisión ilegítima en la intimidad, al permitir "captar comentarios privados, tanto de los clientes como de los trabajadores del casino". 

- Maestra despedida por no ser católica. El derecho a la libertad ideológica del profesorado fue protegido en 1985 por el Tribunal Constitucional, que amparó a la maestra Pilar Sala, despedida en 1982 de la escuela Lestonnac, de Barcelona, dirigida por las monjas de la Compañía de María, por no ser católica. Al iniciarse el curso escolar 1981-82, la religiosa directora del centro de la primera etapa de EGB pidió a Sala que definiera sus ideas religiosas, a lo que la maestra contestó que, a pesar de no ser creyente, respetaba el ideario del centro. 

Al finalizar el curso, la directora despidió a Sala por no ser católica, decisión avalada por los órganos judiciales a los que reclamó, incluido el entonces existente Tribunal Central de Trabajo. En cambio, el Constitucional declaró la nulidad radical de la decisión, ya que "el despido causalmente ideológico se convierte en injustificado por discriminatorio y contrario (...) a la libertad ideológica reconocida por el artículo 16.1 de la Constitución". 

- Mineras y militares. Entre las numerosas sentencias sobre la equiparación entre hombres y mujeres, el Tribunal reconoció en 1991 el derecho de María Moreno Avena a no ser discriminada en el acceso a la Academia General del Aire. La sentencia no sólo anuló las resoluciones judiciales que se lo impidieron, entre ellas la de la Sala Militar del Supremo, sino que reprochó a los poderes públicos la pasividad y el retraso en corregir la desigualdad histórica de las mujeres. 

Dos años después, en 1993, otra sentencia del Constitucional amparó a una asturiana de 35 años, Concepción Rodríguez Valencia, en su derecho "a no ser discriminada por su condición de mujer". Y le reconoció igualmente su "derecho a ocupar la plaza de ayudante minero en Hunosa en igualdad con los varones" que superaron con ella las pruebas de acceso, sin presumir que la mujer es siempre débil, y los hombres, nunca. 

- 'Azafatos' discriminados. Desde el otro ángulo, el de la discriminación del hombre, en 1987 los magistrados del Constitucional anularon la negativa de la compañía Iberia a reconocer el derecho de dos auxiliares de vuelo masculinos, o azafatos, a retirarse anticipadamente. Este privilegio sí se aplicaba con las azafatas de entre 35 y 45 años. Ricardo Merino y Rafael de los Mozos pretendieron acogerse a esa norma. La sentencia del Tribunal Central de Trabajo justificó la diferencia de trato en que debía facilitarse la jubilación de las azafatas, al entender estos magistrados que los viajeros requieren "una presencia atractiva" sólo en el caso de las mujeres. 

- Mujeres peor pagadas. Otra discriminación por razón de sexo corregida por el Constitucional en 1994 fue la padecida por 140 empleadas de la perfumería Antonio Puig, de Barcelona, que, con categorías superiores o equivalentes a las de los hombres, percibían retribuciones sensiblemente inferiores. Contra el criterio de los órganos judiciales que avalaron la discriminación, el Constitucional estimó que la diferencia de tareas o el pretendido mayor esfuerzo físico atribuido a los hombres "es irrelevante para justificar la diferencia de trato". 

- Nobles discriminadas. La doctrina igualitaria, por el contario, sufrió una quiebra en relación con la sucesión nobiliaria. A diferencia de la habitual doctrina innovadora del Constitucional frente a la más tradicional de los jueces, en 1997 declaró la preferencia del varón sobre la mujer, con lo que alteró la interpretación que venía haciendo el Tribunal Supremo desde 1987 para incorporar en el viejo derecho nobiliario el principio constitucional de igualdad. 

A partir de 1997, el Supremo ha vuelto a su viejo criterio y las mujeres que aspiran a un título nobiliario frente a sus hermanos menores proyectan apelar a foros jurídicos internacionales donde se les reconozca su igualdad. Una de ellas, Isabel Hoyos, encuadra esta batalla jurídica "contra esa discriminación odiosa, como una de tantas otras luchas de las mujeres, como la de las pescadoras de Valencia o las pretendidas participantes en el desfile del Alarde, de Irún". 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos rechazó en 1999 la demanda de cuatro mujeres, por lo que otras proyectan dirigirse al Comité de Derechos Humanos de la ONU. José Luis Mazón, uno de los letrados que asesoran esta iniciativa, se muestra muy crítico, en general, con el Constitucional: "Este Tribunal sólo funcionó bien sus primeros años. Luego se transformó en un modelo muy diferente del que establece la Constitución".
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
(…)
TÍTULO V.
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES.

CAPÍTULO I.
PROCEDIMIENTO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA.
Artículo 114.   1. El procedimiento de amparo judicial de las libertades y derechos, previsto en el artículo 53.2 de la Constitución española, se regirá, en el orden contencioso-administrativo, por lo dispuesto en este capítulo y, en lo no previsto en él, por las normas generales de la presente Ley. 2. Podrán hacerse valer en este proceso las pretensiones a que se refieren los artículos 31 y 32, siempre que tengan como finalidad la de restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales el recurso hubiere sido formulado.3. A todos los efectos, la tramitación de estos recursos tendrá carácter preferente.
Artículo 115. 1. El plazo para interponer este recurso será de diez días, que se computarán, según los casos, desde el día siguiente al de notificación del acto, publicación de la disposición impugnada, requerimiento para el cese de la vía de hecho, o transcurso del plazo fijado para la resolución, sin más trámites.    Cuando la lesión del derecho fundamental tuviera su origen en la inactividad administrativa, o se hubiera interpuesto potestativamente un recurso administrativo, o, tratándose de una actuación en vía de hecho, no se hubiera formulado requerimiento, el plazo de diez días se iniciará transcurridos veinte días desde la reclamación, la presentación del recurso o el inicio de la actuación administrativa en vía de hecho, respectivamente.   2. En el escrito de interposición se expresará con precisión y claridad el derecho o derechos cuya tutela se pretende y, de manera concisa, los argumentos sustanciales que den fundamento al recurso.
Artículo 116. 1. En el mismo día de la presentación del recurso o en el siguiente se requerirá con carácter urgente al órgano administrativo correspondiente, acompañando copia del escrito de interposición, para que en el plazo máximo de cinco días, a contar desde la recepción del requerimiento, remita el expediente acompañado de los informes y datos que estime procedentes, con apercibimiento de cuanto se establece en el artículo 48.
   2. Al remitir el expediente, el órgano administrativo lo comunicará a todos los que aparezcan como interesados en el mismo, acompañando copia del escrito de interposición y emplazándoles para que puedan comparecer como demandados ante el Juzgado o Sala en el plazo de cinco días.  3. La Administración, con el envío del expediente, y los demás demandados, al comparecer, podrán solicitar razonadamente la inadmisión del recurso y la celebración de la comparecencia a que se refiere el artículo 117.2.  4. La falta de envío del expediente administrativo dentro del plazo previsto en el apartado anterior no suspenderá el curso de los autos.    5. Cuando el expediente administrativo se recibiese en el Juzgado o Sala una vez transcurrido el plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, se pondrá de manifiesto a las partes por plazo de cuarenta y ocho horas, en el que podrán hacer alegaciones, y sin alteración del curso del procedimiento.
Artículo 117.  1. Recibido el expediente o transcurrido el plazo para su remisión y, en su caso, el del emplazamiento a los demás interesados, el órgano jurisdiccional, dentro del siguiente día, dictará auto mandando seguir las actuaciones o comunicará a las partes el motivo en que pudiera fundarse la inadmisión del procedimiento.   2. En el supuesto de posibles motivos de inadmisión del procedimiento se convocará a las partes y al Ministerio Fiscal a una comparecencia, que habrá de tener lugar antes de transcurrir cinco días, en la que se les oirá sobre la procedencia de dar al recurso la tramitación prevista en este capítulo.  3. En el siguiente día, el órgano jurisdiccional dictará auto mandando proseguir las actuaciones por este trámite o acordando su inadmisión por inadecuación del procedimiento.
Artículo 118.  Acordada la prosecución del procedimiento especial de este capítulo, se pondrán de manifiesto al recurrente el expediente y demás actuaciones para que en el plazo improrrogable de ocho días pueda formalizar la demanda y acompañar los documentos.
Artículo 119. Formalizada la demanda, se dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal y a las partes demandadas para que, a la vista del expediente, presenten sus alegaciones en el plazo común e improrrogable de ocho días y acompañen los documentos que estimen oportunos.
Artículo 120. Evacuado el trámite de alegaciones o transcurrido el plazo para efectuarlas, el órgano jurisdiccional decidirá en el siguiente día sobre el recibimiento a prueba, con arreglo a las normas generales establecidas en la presente Ley, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 57. El período probatorio no será en ningún caso superior a veinte días comunes para su proposición y práctica.
Artículo 121. 1. Conclusas las actuaciones, el órgano jurisdiccional dictará sentencia en el plazo de cinco días.    2. La sentencia estimará el recurso cuando la disposición, la actuación o el acto incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder, y como consecuencia de la misma vulneren un derecho de los susceptibles de amparo.   3. Contra las sentencias de los Juzgados de lo Contencioso-administrativo procederá siempre la apelación en un solo efecto.
Artículo 122. 1. En el caso de prohibición o de propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley Orgánica Reguladora del Derecho de Reunión que no sean aceptadas por los promotores, éstos podrán interponer recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal competente. El recurso se interpondrá dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de la prohibición o modificación, trasladándose por los promotores copia debidamente registrada del escrito del recurso a la autoridad gubernativa, con el objeto de que ésta remita inmediatamente el expediente.   2. El Tribunal, en el plazo improrrogable de cuatro días, y poniendo de manifiesto el expediente si se hubiera recibido, convocará al representante legal de la Administración, al Ministerio Fiscal y a los recurrentes o a la persona que éstos designen como representante a una audiencia en la que, de manera contradictoria, oirá a todos los personados y resolverá sin ulterior recurso.  3. La decisión que se adopte únicamente podrá mantener o revocar la prohibición o las modificaciones propuestas.

CAPÍTULO II.
CUESTIÓN DE ILEGALIDAD.
Artículo 123.    1. El Juez o Tribunal planteará, mediante auto, la cuestión de ilegalidad prevista en el artículo 27.1 dentro de los cinco días siguientes a que conste en las actuaciones la firmeza de la sentencia. La cuestión habrá de ceñirse exclusivamente a aquel o aquellos preceptos reglamentarios cuya declaración de ilegalidad haya servido de base para la estimación de la demanda. Contra el auto de planteamiento no se dará recurso alguno.    2. En este auto se acordará emplazar a las partes para que, en el plazo de quince días, puedan comparecer y formular alegaciones ante el Tribunal competente para fallar la cuestión. Transcurrido este plazo, no se admitirá la personación.
Artículo 124.  1. El Juez o Tribunal que haya planteado la cuestión remitirá urgentemente, junto con la certificación del auto de planteamiento, copia testimoniada de los autos principales y del expediente administrativo.   2. El planteamiento de la cuestión se publicará en el mismo periódico oficial en que lo hubiera sido la disposición cuestionada.
Artículo 125.    1. Con el escrito de personación y alegaciones podrá acompañarse la documentación que se estime oportuna para enjuiciar la legalidad de la disposición cuestionada.  2. Terminado el plazo de personación y alegaciones, se declarará concluso el procedimiento. La sentencia se dictará en los diez días siguientes a dicha declaración. No obstante, podrá el Tribunal rechazar, en trámite de admisión, mediante auto y sin necesidad de audiencia de las partes, la cuestión de ilegalidad cuando faltaren las condiciones procesales.   3. El plazo para dictar sentencia quedará interrumpido si, para mejor proveer, el Tribunal acordará reclamar el expediente de elaboración de la disposición cuestionada o practicar alguna prueba de oficio. En estos casos se acordará oír a las partes por plazo común de tres días sobre el expediente o el resultado de la prueba.
Artículo 126.    1. La sentencia estimará o desestimará parcial o totalmente la cuestión, salvo que faltare algún requisito procesal insubsanable, caso en que la declarará inadmisible.   2. Se aplicará a la cuestión de ilegalidad lo dispuesto para el recurso directo contra disposiciones generales en los artículos 33.3, 66, 70, 71.1.a), 71.2, 72.2 y 73.   Se publicarán también las sentencias firmes que desestimen la cuestión.   3. Firme la sentencia que resuelva la cuestión de ilegalidad, se comunicará al Juez o Tribunal que la planteó.  4. Cuando la cuestión de ilegalidad sea de especial trascendencia para el desarrollo de otros procedimientos, será objeto de tramitación y resolución preferente.   5. La sentencia que resuelva la cuestión de ilegalidad no afectará a la situación jurídica concreta derivada de la sentencia dictada por el Juez o Tribunal que planteó aquélla.

CAPÍTULO III.
PROCEDIMIENTO EN LOS CASOS DE SUSPENSIÓN ADMINISTRATIVA PREVIA DE ACUERDOS.
Artículo 127.   1. En los casos en que, conforme a las Leyes, la suspensión administrativa de actos o acuerdos de Corporaciones o Entidades públicas deba ir seguida de la impugnación o traslado de aquéllos ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa, se procederá conforme a lo dispuesto en este precepto.  2. En el plazo de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiera dictado el acto de suspensión o en el que la Ley establezca, deberá interponerse el recurso contencioso-administrativo mediante escrito fundado, o darse traslado directo del acuerdo suspendido al órgano jurisdiccional, según proceda, acompañando en todo caso copia del citado acto de suspensión.  3. Interpuesto el recurso o trasladado el acuerdo suspendido, el órgano jurisdiccional requerirá a la Corporación o Entidad que lo hubiera dictado para que en el plazo de diez días remita el expediente administrativo, alegue lo que estime conveniente en defensa de aquél y notifique a cuantos tuvieran interés legítimo en su mantenimiento o anulación la existencia del procedimiento, a efectos de su comparecencia ante el órgano jurisdiccional en el plazo de diez días.    4. Recibido el expediente administrativo, el órgano jurisdiccional lo pondrá de manifiesto junto con las actuaciones a los comparecidos en el procedimiento, convocándolos para la celebración de la vista, que se celebrará como mínimo a los diez días de la puesta de manifiesto del expediente.    5. El órgano jurisdiccional podrá, motivadamente, sustituir el trámite de vista por el de alegaciones escritas, que se presentarán en el plazo común de los diez días siguientes a la notificación del auto en que así se acuerde.    Podrá también abrir un período de prueba, para mejor proveer, por plazo no superior a quince días.    6. Celebrada la vista o deducidas las alegaciones a que se refieren los apartados anteriores, se dictará sentencia por la que se anule o confirme el acto o acuerdo objeto del recurso, disponiendo lo que proceda en cuanto a la suspensión.

(…)
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
(…)

Artículo 249. Ámbito del juicio ordinario.

1. Se decidirán en el juicio ordinario, cualquiera que sea su cuantía:

1. Las demandas relativas a derechos honoríficos de la persona.

2. Las que pretendan la tutela del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y las que pidan la tutela judicial civil de cualquier otro derecho fundamental, salvo las que se refieran al derecho de rectificación. En estos procesos, será siempre parte el Ministerio Fiscal y su tramitación tendrá carácter preferente.
Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.
(…)
CAPÍTULO I.
DE LA CREACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS.
Artículo 1. Libertad de creación y afiliación.

1. Los españoles podrán crear libremente partidos políticos conforme a lo dispuesto en la Constitución y en la presente Ley Orgánica.   2. La afiliación a un partido político es libre y voluntaria. Nadie puede ser obligado a constituir un partido o a integrarse o a permanecer en el mismo.

3. Los partidos políticos podrán constituir e inscribir federaciones, confederaciones y uniones de partidos mediante el cumplimiento de lo previsto en el presente capítulo y previo acuerdo expreso de sus órganos competentes.  
Artículo 2. Capacidad para constituir.        1. Los promotores de un partido político deben ser personas físicas, mayores de edad, que se encuentren en el pleno ejercicio de sus derechos, no estén sujetos a ninguna condición legal para el ejercicio de los mismos y no hayan sido penalmente condenados por asociación ilícita, o por alguno de los delitos graves previstos en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal. Esta última causa de incapacidad no afectará a quienes hayan sido judicialmente rehabilitados.   2. Los partidos políticos constituidos podrán establecer en sus estatutos la creación y reconocimiento de organizaciones juveniles.
Artículo 3. Constitución y personalidad jurídica.  1. El acuerdo de constitución habrá de formalizarse mediante acta fundacional, que deberá constar en documento público y contener, en todo caso, la identificación personal de los promotores, la denominación del partido que se propone constituir, los integrantes de los órganos directivos provisionales, el domicilio y los estatutos por los que habrá de regirse el partido que trata de constituirse.   La denominación de los partidos no podrá incluir términos o expresiones que induzcan a error o confusión sobre su identidad o que sean contrarias a las leyes o los derechos fundamentales de las personas. Tampoco podrá coincidir, asemejarse o identificarse, aun fonéticamente, con la de ningún otro partido previamente inscrito en el Registro o declarado ilegal, disuelto o suspendido por decisión judicial, con la identificación de personas físicas, o con la denominación de entidades preexistentes o marcas registradas.   2. Los partidos políticos adquieren personalidad jurídica por la inscripción en el Registro de Partidos Políticos que, a estos efectos, existirá en el Ministerio del Interior, previa presentación en aquel del acta fundacional suscrita por sus promotores, acompañada de aquellos documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos previstos en la presente Ley Orgánica.
Artículo 4. Inscripción en el Registro.     1. Los promotores de los partidos políticos realizarán las actuaciones necesarias para su inscripción. Los promotores de partidos no inscritos responderán personal y solidariamente de las obligaciones contraídas con terceros, cuando hubieren manifestado actuar en nombre del partido.   2. Dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la documentación completa en el Registro de Partidos Políticos, el Ministerio del Interior procederá a practicar la inscripción del partido. Dicho plazo quedará, sin embargo, suspendido si se considera necesario iniciar alguno de los procedimientos previstos en el artículo siguiente.   3. Salvo en los casos de suspensión del plazo a que se refiere el apartado anterior, transcurridos los veinte días de que dispone el Ministerio del Interior, se entenderá producida la inscripción, que confiere la personalidad jurídica, hace pública la constitución y los estatutos del mismo, vincula a los poderes públicos, y es garantía tanto para los terceros que se relacionan con el partido como para sus propios miembros.   4. La inscripción en el Registro producirá efectos indefinidamente mientras no se anote en el mismo su suspensión o disolución, bien por notificación de la decisión acordada por el propio partido de acuerdo con las previsiones estatutarias, bien por ser declarado judicialmente ilegal y disuelto o suspendido. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 10 y, en cuanto al alcance y efectos de la suspensión, en el apartado 8 del artículo 11 de la presente Ley Orgánica.
Artículo 5. Examen de los requisitos para la inscripción.    1. Cuando se adviertan defectos formales en el acta fundacional o en la documentación que la acompaña, o cuando los proponentes carezcan de capacidad, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento de los interesados para que puedan subsanar los defectos advertidos. En tal caso, el plazo de inscripción se suspenderá desde el momento de la notificación y se reanudará una vez que los mismos hayan sido debidamente corregidos.   2. Cuando de la documentación presentada se deduzcan indicios racionales en relación con la ilicitud penal del partido, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, dentro del plazo de veinte días a que se refiere el artículo anterior, mediante resolución fundada que irá acompañada de los elementos probatorios disponibles para apreciar dichos indicios.   3. El Ministerio Fiscal, en el plazo de veinte días desde que reciba la comunicación a que se refiere el apartado anterior, optará, en función de que se consideren suficientes o no los indicios de ilicitud penal, por ejercer ante la jurisdicción penal las acciones que correspondan o por devolver la comunicación al Ministerio del Interior a los efectos de completar la inscripción.   4. La remisión de la comunicación al Ministerio Fiscal determinará la suspensión del plazo previsto en el apartado 2 del artículo anterior, durante todo el tiempo que medie hasta la devolución por el mismo al Ministerio del Interior de la comunicación fundada en la no apreciación de motivos suficientes de ilicitud penal o hasta que el Juez Penal resuelva sobre la procedencia de la inscripción o, en su caso, como medida cautelar, sobre la reanudación provisional del plazo para la inscripción. Dicha remisión y la correspondiente suspensión del plazo para la inscripción serán inmediatamente notificadas a los promotores interesados.   5. Las actuaciones administrativas relacionadas con la inscripción del partido político podrán recurrirse ante la jurisdicción contencioso-administrativa conforme a las previsiones de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.      6. Cuando se persiguiese la inscripción en el Registro de Partidos Políticos de un partido que pretenda continuar o suceder la actividad de otro declarado ilegal y disuelto, se actuará conforme a lo previsto en el artículo 12 de esta Ley Orgánica.
CAPÍTULO II.
DE LA ORGANIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y ACTIVIDADES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS.
Artículo 6. Principios democrático y de legalidad.      Los partidos políticos se ajustarán en su organización, funcionamiento y actividad a los principios democráticos y a lo dispuesto en la Constitución y en las leyes.
Artículo 7. Organización y funcionamiento.    1. La estructura interna y el funcionamiento de los partidos políticos deberán ser democráticos.   2. Sin perjuicio de su capacidad organizativa interna, los partidos deberán tener una asamblea general del conjunto de sus miembros, que podrán actuar directamente o por medio de compromisarios, y a la que corresponderá, en todo caso, en cuanto órgano superior de gobierno del partido, la adopción de los acuerdos más importantes del mismo, incluida su disolución.    3. Los órganos directivos de los partidos se determinarán en los estatutos y deberán ser provistos mediante sufragio libre y secreto.    4. Los estatutos o los reglamentos internos que los desarrollen, deberán fijar para los órganos colegiados un plazo de convocatoria suficiente de las reuniones para preparar los asuntos a debate, el número de miembros requerido para la inclusión de asuntos en el orden del día, unas reglas de deliberación que permitan el contraste de pareceres y la mayoría requerida para la adopción de acuerdos. Esta última será, por regla general, la mayoría simple de presentes o representados.     5. Los estatutos deberán prever, asimismo, procedimientos de control democrático de los dirigentes elegidos.
Artículo 8. Derechos y deberes de los afiliados.     1. Los miembros de los partidos políticos deben ser personas físicas, mayores de edad, y no tener limitada ni restringida su capacidad de obrar. Todos tendrán iguales derechos y deberes.     2. Los estatutos contendrán una relación detallada de los derechos de los afiliados, incluyendo, en todo caso, los siguientes:

a. A participar en las actividades del partido y en los órganos de gobierno y representación, a ejercer el derecho de voto, así como asistir a la Asamblea general, de acuerdo con los estatutos.

b. A ser electores y elegibles para los cargos del mismo.

c. A ser informados acerca de la composición de los órganos directivos y de administración o sobre las decisiones adoptadas por los órganos directivos, sobre las actividades realizadas y sobre la situación económica.

d. A impugnar los acuerdos de los órganos del partido que estimen contrarios a la Ley o a los estatutos.

3. La expulsión y el resto de medidas sancionadoras que impliquen privación de derechos a los afiliados sólo podrán imponerse mediante procedimientos contradictorios, en los que se garantice a los afectados el derecho a ser informados de los hechos que den lugar a tales medidas, el derecho a ser oídos con carácter previo a la adopción de las mismas, el derecho a que el acuerdo que imponga una sanción sea motivado, y el derecho a formular, en su caso, recurso interno.    4. Los afiliados a un partido político cumplirán las obligaciones que resulten de las disposiciones estatutarias y, en todo caso, las siguientes:

a. Compartir las finalidades del partido y colaborar para la consecución de las mismas.

b. Respetar lo dispuesto en los estatutos y en las leyes.

c. Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos del partido.

d. Abonar las cuotas y otras aportaciones que, con arreglo a los estatutos, puedan corresponder a cada uno.
Artículo 9. Actividad.      1. Los partidos políticos ejercerán libremente sus actividades. Deberán respetar en las mismas los valores constitucionales, expresados en los principios democráticos y en los derechos humanos. Desarrollarán las funciones que constitucionalmente se les atribuyen de forma democrática y con pleno respeto al pluralismo.     2. Un partido político será declarado ilegal cuando su actividad vulnere los principios democráticos, particularmente cuando con la misma persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático, mediante alguna de las siguientes conductas, realizadas de forma reiterada y grave:

a. Vulnerar sistemáticamente las libertades y derechos fundamentales, promoviendo, justificando o exculpando los atentados contra la vida o la integridad de las personas, o la exclusión o persecución de personas por razón de su ideología, religión o creencias, nacionalidad, raza, sexo u orientación sexual.

b. Fomentar, propiciar o legitimar la violencia como método para la consecución de objetivos políticos o para hacer desaparecer las condiciones precisas para el ejercicio de la democracia, del pluralismo y de las libertades políticas.

c. Complementar y apoyar políticamente la acción de organizaciones terroristas para la consecución de sus fines de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, tratando de someter a un clima de terror a los poderes públicos, a determinadas personas o grupos de la sociedad o a la población en general, o contribuir a multiplicar los efectos de la violencia terrorista y del miedo y la intimidación generada por la misma.

3. Se entenderá que en un partido político concurren las circunstancias del apartado anterior cuando se produzca la repetición o acumulación de alguna de las conductas siguientes:

a. Dar apoyo político expreso o tácito al terrorismo, legitimando las acciones terroristas para la consecución de fines políticos al margen de los cauces pacíficos y democráticos, o exculpando y minimizando su significado y la violación de derechos fundamentales que comporta.

b. Acompañar la acción de la violencia con programas y actuaciones que fomentan una cultura de enfrentamiento y confrontación civil ligada a la actividad de los terroristas, o que persiguen intimidar, hacer desistir, neutralizar o aislar socialmente a quienes se oponen a la misma, haciéndoles vivir cotidianamente en un ambiente de coacción, miedo, exclusión o privación básica de las libertades y, en particular, de la libertad para opinar y para participar libre y democráticamente en los asuntos públicos.

c. Incluir regularmente en sus órganos directivos o en sus listas electorales personas condenadas por delitos de terrorismo que no hayan rechazado públicamente los fines y los medios terroristas, o mantener un amplio número de sus afiliados doble militancia en organizaciones o entidades vinculadas a un grupo terrorista o violento, salvo que hayan adoptado medidas disciplinarias contra éstos conducentes a su expulsión.

d. Utilizar como instrumentos de la actividad del partido, conjuntamente con los propios o en sustitución de los mismos, símbolos, mensajes o elementos que representen o se identifiquen con el terrorismo o la violencia y con las conductas asociadas al mismo.

e. Ceder, en favor de los terroristas o de quienes colaboran con ellos, los derechos y prerrogativas que el ordenamiento, y concretamente la legislación electoral, conceden a los partidos políticos.

f. Colaborar habitualmente con entidades o grupos que actúen de forma sistemática de acuerdo con una organización terrorista o violenta, o que amparan o apoyan al terrorismo o a los terroristas.

g. Apoyar desde las instituciones en las que se gobierna, con medidas administrativas, económicas o de cualquier otro orden, a las entidades mencionadas en el párrafo anterior.

h. Promover, dar cobertura o participar en actividades que tengan por objeto recompensar, homenajear o distinguir las acciones terroristas o violentas o a quienes las cometen o colaboran con las mismas.

i. Dar cobertura a las acciones de desorden, intimidación o coacción social vinculadas al terrorismo o la violencia.

4. Para apreciar y valorar las actividades a que se refiere el presente artículo y la continuidad o repetición de las mismas a lo largo de la trayectoria de un partido político, aunque el mismo haya cambiado de denominación, se tendrán en cuenta las resoluciones, documentos y comunicados del partido, de sus órganos y de sus Grupos parlamentarios y municipales, el desarrollo de sus actos públicos y convocatorias ciudadanas, las manifestaciones, actuaciones y compromisos públicos de sus dirigentes y de los miembros de sus Grupos parlamentarios y municipales, las propuestas formuladas en el seno de las instituciones o al margen de las mismas, así como las actitudes significativamente repetidas de sus afiliados o candidatos.     Serán igualmente tomadas en consideración las sanciones administrativas impuestas al partido político o a sus miembros y las condenas penales que hayan recaído sobre sus dirigentes, candidatos, cargos electos o afiliados, por delitos tipificados en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal, sin que se hayan adoptado medidas disciplinarias contra éstos conducentes a su expulsión.

CAPÍTULO III.
DE LA DISOLUCIÓN O SUSPENSIÓN JUDICIAL DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS.
Artículo 10. Disolución o suspensión judicial.

1. Además de por decisión de sus miembros, acordada por las causas y por los procedimientos previstos en sus estatutos, sólo procederá la disolución de un partido político o, en su caso, su suspensión, por decisión de la autoridad judicial competente y en los términos previstos en los apartados 2 y 3 del presente artículo. La disolución surtirá efectos desde su anotación en el Registro de Partidos Políticos, previa notificación del propio partido o del órgano judicial que decrete la disolución.         2. La disolución judicial de un partido político será acordada por el órgano jurisdiccional competente en los casos siguientes:

a. Cuando incurra en supuestos tipificados como asociación ilícita en el Código Penal.
b. Cuando vulnere de forma continuada, reiterada y grave la exigencia de una estructura interna y un funcionamiento democráticos, conforme a lo previsto en los artículos 7 y 8 de la presente Ley Orgánica.
c. Cuando de forma reiterada y grave su actividad vulnere los principios democráticos o persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático, mediante las conductas a que se refiere el artículo 9.
3. La suspensión judicial de un partido político sólo procederá si así lo dispone el Código Penal. Podrá acordarse también como medida cautelar, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal o en los términos del apartado 8 del artículo 11 de la presente Ley Orgánica.            4. El supuesto previsto en el párrafo a) del apartado 2 del presente artículo será resuelto por el Juez competente en el orden jurisdiccional penal, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Código Penal.             5. Los supuestos previstos en los párrafos b) y c) del apartado 2 de este artículo serán resueltos por la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo siguiente de la presente Ley Orgánica, que tendrá carácter preferente.           6. La eventual coincidencia en el tiempo de los procedimientos judiciales previstos en los anteriores apartados 4 y 5 de este artículo respecto de un mismo partido político no interferirá la continuación de ambos hasta su finalización, produciendo cada uno de ellos los correspondientes efectos. No podrá, por el contrario, acordarse la disolución voluntaria de un partido político cuando se haya iniciado un proceso de declaración judicial de ilegalidad del mismo por razón de uno u otro apartado o de ambos.
Artículo 11. Procedimiento.               1. Estén legitimados para instar la declaración de ilegalidad de un partido político y su consecuente disolución, en virtud de lo dispuesto en los párrafos b) y c) del apartado 2 del artículo anterior de esta Ley Orgánica, el Gobierno y el Ministerio Fiscal.            El Congreso de los Diputados o el Senado podrán instar al Gobierno que solicite la ilegalización de un partido político, quedando obligado el Gobierno a formalizar la correspondiente solicitud de ilegalización, previa deliberación del Consejo de Ministros, por las causas recogidas en el artículo 9 de la presente Ley Orgánica. La tramitación de este acuerdo se ajustará al procedimiento establecido, respectivamente, por la Mesa del Congreso de los Diputados y del Senado.               2. La acción por la que se pretende la declaración a que se refiere el apartado anterior se iniciará mediante demanda presentada ante la Sala especial del Tribunal Supremo prevista en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a la que se adjuntarán los documentos que acrediten la concurrencia de los motivos de ilegalidad.           3. La Sala procederá inmediatamente al emplazamiento del partido político afectado, dándole traslado de la demanda, para que pueda comparecer ante la misma en el plazo de ocho días. Una vez comparecido en debida forma o transcurrido el plazo correspondiente sin haberlo realizado, la Sala analizará la admisión inicial de la demanda pudiendo inadmitir la misma mediante auto si concurre alguna de las siguientes causas:

a. Que se hubiera interpuesto por persona no legitimada o no debidamente representada.

b. Que manifiestamente no se cumplan los requisitos sustantivos o de forma para su admisión.

c. Que la demanda carezca manifiestamente de fundamento.

La apreciación de la concurrencia de alguna de las causas indicadas se pondrá de manifiesto a las partes para que puedan formular alegaciones sobre la misma en el plazo común de diez días.          4. Una vez admitida la demanda se emplazará al demandado, si hubiere comparecido, para la contestación a la demanda por el plazo de veinte días.          5. Si las partes lo han propuesto en sus escritos de demanda o de contestación o la Sala lo considera necesario, se abrirá un período de prueba que se regirá en cuanto a sus plazos y sustanciación por las reglas que sobre este extremo se contienen en los capítulos V y VI del Título I del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Civil.             6. Del conjunto de la prueba practicada se dará vista a las partes, que podrán formular alegaciones sobre las mismas por plazo sucesivo de veinte días, transcurridos los cuales, se hayan formalizado o no, el proceso quedará concluso para sentencia que deberá dictarse en veinte días.         7. La sentencia dictada por la Sala especial del Tribunal Supremo, que podrá declarar la disolución del partido político o desestimar la demanda, no será objeto de recurso alguno sin perjuicio, en su caso, del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, y será ejecutiva desde el momento de su notificación. Si se decreta la disolución, la Sala ordenará la cancelación de la correspondiente inscripción registral, y el fallo producirá los efectos que se determinan en el artículo siguiente de esta Ley Orgánica. Si se desestima la demanda, ésta sólo podrá volver a reiterarse si se presentan ante el Tribunal Supremo nuevos elementos de hecho, suficientes para realizar valoraciones sobre la actividad ilegal de un partido diferentes a las ya contenidas en la sentencia.              8. La Sala, durante la tramitación del proceso, de oficio o a instancia de parte, podrá adoptar cualquiera de las medidas cautelares previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil conforme al procedimiento previsto en la misma. En particular, la Sala podrá acordar la suspensión cautelar de las actividades del partido hasta que se dicte sentencia, con el alcance y los efectos que estime oportunos para salvaguardar el interés general. En tal caso, la Sala ordenará la correspondiente anotación preventiva en el Registro de Partidos Políticos.
Artículo 12. Efectos de la disolución judicial.                 1. La disolución judicial de un partido político producirá los efectos previstos en las leyes y, en particular, los siguientes:

a. Tras la notificación de la sentencia en la que se acuerde la disolución, procederá el cese inmediato de toda la actividad del partido político disuelto. El incumplimiento de esta disposición dará lugar a responsabilidad, conforme a lo establecido en el Código Penal.
b. Los actos ejecutados en fraude de ley o con abuso de personalidad jurídica no impedirán la debida aplicación de ésta. Se presumirá fraudulenta y no procederá la creación de un nuevo partido político o la utilización de otro ya inscrito en el Registro que continúe o suceda la actividad de un partido declarado ilegal y disuelto.

c. La disolución determinará la apertura de un proceso de liquidación patrimonial, llevado a cabo por tres liquidadores designados por la Sala sentenciadora. El patrimonio neto resultante se destinará por el Tesoro a actividades de interés social o humanitario.

2. Corresponde a la Sala sentenciadora asegurar, en trámite de ejecución de sentencia, que se respeten y ejecuten todos los efectos previstos por las leyes para el supuesto de disolución de un partido político.         3. En particular, corresponderá a la Sala sentenciadora, previa audiencia de los interesados, declarar la improcedencia de la continuidad o sucesión de un partido disuelto a la que se refiere el párrafo b) del apartado 1, teniendo en cuenta para determinar la conexión la similitud sustancial de ambos partidos políticos, de sus estructura, organización y funcionamiento, de las personas que las componen, rigen, representan o administran, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permitan considerar dicha continuidad o sucesión en contraste con los datos y documentos obrantes en el proceso en el que se decretó la ilegalización y disolución. Además de las partes de este proceso, podrán instar el pronunciamiento de la Sala sentenciadora el Ministerio del Interior y el Ministerio Fiscal, en el supuesto de que se presente para su inscripción conforme a lo dispuesto en los artículos 4 y 5 de esta Ley Orgánica.             4. La Sala sentenciadora rechazará fundadamente las peticiones, incidentes y excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen abuso de la personalidad jurídica, fraude de ley o procesal.

CAPÍTULO IV.
DE LA FINANCIACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS.
Artículo 13. Financiación.

1. La financiación de los partidos políticos se llevará a cabo de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, sobre Financiación de los Partidos Políticos.2. De conformidad con la misma y con lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y con la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, los partidos políticos asumen las obligaciones formales y personales en relación con la acreditación de fines y cumplimiento de requisitos previstos en la citada normativa en lo que se refiere al control de los fondos públicos que reciben.
DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Se adiciona un nuevo número 6 al apartado 1 del artículo 61 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con el siguiente contenido: De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Modificaciones de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

1. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 44 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, con el siguiente contenido:         4. No podrán presentar candidaturas las agrupaciones de electores que, de hecho, vengan a continuar o suceder la actividad de un partido político declarado judicialmente ilegal y disuelto, o suspendido. A estos efectos, se tendrá en cuenta la similitud sustancial de sus estructuras, organización y funcionamiento de las personas que los componen, rigen, representan o administran las candidaturas, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permitan considerar dicha continuidad o sucesión.      2. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 49 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, con el siguiente contenido:        5. Los recursos previstos en el presente artículo serán de aplicación a los supuestos de proclamación o exclusión de candidaturas presentadas por las agrupaciones de electores a las que se refiere el apartado 4 del artículo 44 de la presente Ley Orgánica, con las siguientes salvedades:

a. El recurso al que se refiere el apartado primero del presente artículo se interpondrá ante la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
b. Estarán también legitimados para la interposición del recurso los que lo estén para solicitar la declaración de ilegalidad de un partido político, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 11 de la Ley Orgánica de Partidos Políticos.
DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Supletoriedad.

En el procedimiento de inscripción de partidos regulado en el capítulo III, será también de aplicación la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en todas las cuestiones no reguladas en la presente Ley Orgánica y sus normas de desarrollo.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. 

1. Los partidos políticos inscritos en el Registro del Ministerio del Interior a la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica estarán sujetos a la misma y conservarán su personalidad jurídica y la plenitud de su capacidad, sin perjuicio de adaptar sus estatutos, en caso necesario, en el plazo de un año.        2. A los efectos de aplicar lo previsto en el apartado 4 del artículo 9 a las actividades realizadas con posterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, tendrá la consideración de fraude de ley la constitución, en fecha inmediatamente anterior o posterior a dicha entrada en vigor, de un partido político que continúe o suceda la actividad de otro, realizada con la intención de evitar la aplicación a éste de las disposiciones de esta Ley. Ello no impedirá tal aplicación, pudiendo actuarse respecto de aquel conforme a lo previsto en los artículos 10 y 11 de esta Ley Orgánica, correspondiendo a la Sala especial del Tribunal Supremo la apreciación de la continuidad o sucesión y la intención de defraudar.
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 

Quedan derogadas cuantas normas se opongan a la presente Ley Orgánica y, en particular, la Ley 54/1978, de 4 de diciembre, de Partidos Políticos, y los artículos vigentes de la Ley 21/1976, de 14 de junio.
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y desarrollo de esta Ley, especialmente en lo que se refiere al acta fundacional y su documentación complementaria y al Registro de Partidos Políticos previstos en su capítulo I.
DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Entrada en vigor.     La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.
 Por tanto, mando a todos los españoles, particulares y autoridades que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Madrid, 27 de junio de 2002

- Juan Carlos R. -

El Presidente del Gobierno en funciones,
Mariano Rajoy Brey.
Ley Orgánica 6/1984, de 24 de Mayo, Reguladora del Procedimiento Habeas Corpus.
(…)

Artículo Primero.  Mediante el procedimiento del Habeas Corpus, regulado en la presente Ley, se podrá obtener la inmediata puesta a disposición de la Autoridad judicial competente, de cualquier persona detenida ilegalmente.

A los efectos de esta Ley se consideran personas ilegalmente detenidas:

a. Las que lo fueren por una autoridad, agente de la misma, funcionario público o particular, sin que concurran los supuestos legales, o sin haberse cumplido las formalidades prevenidas y requisitos exigidos por las Leyes.

b. Las que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar.

c. Las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las Leyes si, transcurrido el mismo, no fuesen puestas en libertad o entregadas al Juez más próximo al lugar de la detención.

d. Las privadas de libertad a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las Leyes Procesales garantizan a toda persona detenida.
Artículo Segundo.  Es competente para conocer la solicitud de Habeas Corpus el Juez de Instrucción del lugar en que se encuentre la persona privada de libertad; si no constare el del lugar en que se produzca la detención, y, en defecto de los anteriores, el del lugar donde se hayan tenido las últimas noticias sobre el paradero del detenido.           Si la detención obedece a la aplicación de la Ley Orgánica que desarrolla los supuestos previstos en el artículo 55.2 de la Constitución, el procedimiento deberá seguirse ante el Juez Central de Instrucción correspondiente.     En el ámbito de la Jurisdicción Militar será competente para conocer de la solicitud de Habeas Corpus el Juez Togado Militar de Instrucción constituido en la cabecera de la circunscripción jurisdiccional en la que se efectúo la detención.
Artículo Tercero. Podrán instar el procedimiento de Habeas Corpus que esta Ley establece:

a. El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad; descendientes, ascendientes, hermanos y, en su caso, respecto a los menores y personas incapacitadas, sus representantes legales.

b. El Ministerio Fiscal.

c. El Defensor del Pueblo.

Asimismo, lo podrá iniciar, de oficio, el Juez competente a que se refiere el artículo anterior.
Artículo Cuarto.  El procedimiento se iniciará, salvo cuando se incoe de oficio, por medio de escrito o comparecencia, no siendo preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador.   En dicho escrito o comparecencia deberán constar:

a. El nombre y circunstancias personales del solicitante y de la persona para la que se solicita el amparo judicial regulado en esta Ley.

b. El lugar en que se halle el privado de libertad, autoridad o persona, bajo cuya custodia se encuentre, si fueren conocidos, y todas aquellas otras circunstancias que pudieran resultar relevantes.

c. El motivo concreto por el que se solicita el Habeas Corpus.
Artículo Quinto. La autoridad gubernativa, agente de la misma o funcionario público, estarán obligados a poner inmediatamente en conocimiento del Juez competente la solicitud de Habeas Corpus, formulada por la persona privada de libertad que se encuentre bajo su custodia.   Si incumplieren esta obligación, serán apercibidos por el Juez, sin perjuicio de las responsabilidades penales y disciplinarias en que pudieran incurrir.
Artículo Sexto.   Promovida la solicitud de Habeas Corpus el Juez examinará la concurrencia de los requisitos para su tramitación y dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal. Seguidamente, mediante auto, acordará la incoación del procedimiento, o, en su caso, denegará la solicitud por ser ésta improcedente. Dicho auto se notificará, en todo caso, al Ministerio Fiscal. Contra la resolución que en uno u otro caso se adopte, no cabrá recurso alguno.
Artículo Séptimo. En el auto de incoación el Juez ordenará a la autoridad a cuya disposición se halle la persona privada de libertad o a aquel en cuyo poder se encuentre, que la ponga de manifiesto ante él, sin pretexto ni demora alguna o se constituirá en el lugar donde aquélla se encuentre.        Antes de dictar resolución, oirá el Juez a la persona privada de libertad o, en su caso, a su representante legal y Abogado, si lo hubiera designado, así como al Ministerio Fiscal; acto seguido oirá en justificación de su proceder a la autoridad, agentes, funcionario público o representante de la institución o persona que hubiere ordenado o practicado la detención o internamiento y, en todo caso, a aquella bajo cuya custodia se encontrase la persona privada de libertad; a todos ellos dará a conocer el Juez las declaraciones del privado de libertad.        El Juez admitirá, si las estima pertinentes, las pruebas que aporten las personas a que se refiere el párrafo aterior y las que propongan que puedan practicarse en el acto.        En el plazo de veinticuatro horas, contadas desde que sea dictado el auto de incoación, los Jueces practicarán todas las actuaciones a que se refiere este artículo y dictarán la resolución que proceda.
Artículo Octavo.   Practicadas las actuaciones a que se refiere el artículo anterior, el Juez, mediante auto motivado, adoptará seguidamente alguna de estas resoluciones:     1. Si estima que no se da ninguna de las circunstancias a que se refiere el artículo primero de esta Ley, acordará el archivo de las actuaciones, declarando ser conforme a Derecho la privación de libertad y las circunstancias en que se está realizando.   2. Si estima que concurren alguna de las circunstancias del artículo primero de esta Ley, se acordará en el acto alguna de las siguientes medidas:

a. La puesta en libertad del privado de ésta, si lo fue ilegalmente.

b. Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero, si lo considerase necesario, en establecimiento distinto, o bajo la custodia de personas distintas de las que hasta entonces la detentaban.

c. Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a disposición judicial, si ya hubiere transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención.
Artículo Noveno.  El Juez deducirá testimonio de los particulares pertinentes para la persecución y castigo de los delitos que hayan podido cometerse por quienes hubieran ordenado la detención, o tenido bajo su custodia a la persona privada de libertad.      En los casos de delito de denuncia falsa o simulación de delito se deducirá, asimismo, testimonio de los particulares pertinentes, al efecto de determinar las responsabilidades penales correspondientes.En todo caso, si se apreciase temeridad o mala fe, será condenado el solicitante al pago de las costas del procedimiento; en caso contrario, éstas se declararán de oficio.
DISPOSICIÓN FINAL. (…)

CASOS PRÁCTICOS:
CASO nº 1: TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA Y PROCESO CONSTITUYENTE
Por favor lean los materiales siguientes y contesten las preguntas que se plantean a continuación.
MATERIALES:
- Preámbulo no aprobado de la Ley para la Reforma Política;

- Lley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política;

- MESTRE CAMPI, J., “Reforma o ruptura”, Atlas de la transición. España, de la dictadura a la democracia (1973-1986), Ed. Península, Barcelona, 1997, pp. 28-34.

- SÁNCHEZ NAVARRO, Ángel J., "Estudio preeliminar", a La transición española en sus documentos, CEPC, BOE, Madrid, 1998, pp. 49-64 (extracto);
Nota: La profesora puede facilitarles estos dos últimos textos también si así se lo requieren.

PREGUNTAS:

1. Durante la transición y a grandes rasgos, ¿cuál fue el eje central del debate reforma- ruptura? 

2. En relación a la Ley para la Reforma Política de 1977:

2.1. ¿Cuál fue la finalidad de la Ley?
 2.2. ¿Qué otras leyes derogó?

2.3. ¿Cuál era la composición de las Cortes Generales prevista en la Ley para la Reforma Política?
 2.4. ¿Qué alternativas y procedimientos previó la mencionada ley para elaborar la Constitución?

2.5.  ¿Qué sistema institucional establece?

3. En relación a las elecciones de 15 de junio de 1977:

3.1. ¿Cuáles fueron los aspectos más destacados de los resultados de las elecciones?

3.2. ¿Las Cortes Generales resultantes de las elecciones fueron unas Cortes constituyentes?
 3.3. ¿La Constitución, podría haberse aprobado con sólo el apoyo del partido UCD? ¿Y con el apoyo de los partidos UCD y PSOE?

4. En cuanto al proceso constituyente:

4.1. ¿Cómo se elavoró la CE?

4.2. ¿Quiénes fueron los ponentes constitucionales y cuál fue su papel?

4.3. ¿Qué trámites tuvieron que superarse hasta la aprobación definitiva de la Constitución?
CASO nº 2:   PARTIDOS POLÍTICOS, INSTITUCIONES Y DESCENTRALIZACIÓN POLÍTICA.
Finalizado el procedimiento judicial para la ilegalización de la coalición electoral Batasuna, proceso instado por la Fiscalía General del Estado y por el Abogado del Estado, la Sala Especial del Tribunal Supremo, en aplicación de la Ley Orgánica 6/2002, de Partidos Políticos, declara su ilegalización. En el marco de este procedimiento, Batasuna presenta una recusación contra uno de los miembros de la Sala Especial por haber sido presidente de la comisión de expertos que elaboró un proyecto de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial por encargo del Ministerio de Justicia. 

El Gobierno español entiende que de la Sentencia se desprende la necesidad de disolver el grupo parlamentario de Batasuna en el Parlamento Vasco. En cambio, el Parlamento vasco interpreta que la sentencia se refiere a un partido político y no a un grupo parlamentario y que, en todo caso, el Reglamento del Cuarto no prevé la disolución de un grupo parlamentario por Sentencia Judicial, por lo cual no disuelve el grupo. Ante esta negativa, el Fiscal General del Estado plantea la posibilidad de presentar una querella contra el Presidente del Parlamento Vasco por delito de desobediencia. 

PREGUNTAS:

Por favor, contesten de forma razonada las siguientes preguntas:

1.- ¿El partido Batasuna en qué fundamentaría la recusación de un miembro de la Sala del Tribunal Supremo? Qué finalidad tiene la recusación y qué requisitos debe cumplir? 

2.- ¿El Parlamento vasco debe disolver el grupo parlamentario de Batasuna? ¿Qué dos principios están en juego en esta controversia jurídica? 

3. Existe algún recurso contra la decisión de ilegalización del Tribunal Supremo? ¿Puede presentarlo el Parlamento vasco? ¿Si se considerara que la ley es contraria a la Constitución, quien está/n legitimado/s para impugnarla y de acuerdo con qué/cuáles procedimientos? 

4. ¿En el caso de que el grupo parlamentario de Batasuna en el Parlamento vasco fuera disuelto, perderían la condición de diputados estos parlamentarios? ¿Por qué? 

5. ¿Podría el Rey, de acuerdo con las funciones atribuidas por la Constitución intervenir en este conflicto? 6. ¿Dentro de los procedimientos que conoce el Tribunal Constitucional, existe alguno que podría ser adecuado para solucionar el conflicto? 

MATERIALES: 

- Ley Orgánica 6/2002, de Partidos Políticos (se incluyo en estos materiales). 

- Sentencia del Tribunal Constitucional 48/2003, de 12 de marzo. 

Se recuerda que las sentencias del Tribunal Constitucional se pueden encontrar en la página Web de esta institución: 
http://www.tribunalconstitucional.es
CASO nº 3: PRINCIPIO DE IGUALDAD

El Sr. Pepe Pérez es enfermero y trabaja en el Hospital de la Salud.  A raíz del convenio colectivo el centro sanitario concede un complemento retributivo de 300 euros al mes en concepto de ayuda de guardería a todas las mujeres que trabajasen en éste y que tuvieran hijos de menos de seis años.  El Sr. Pepe Pérez, a pesar de estar casado y tener una hija (Pepa) no recibe, como puede deducirse, ningún complemento.  Considerándose discriminado acude a los tribunales.

PREGUNTAS:

Por favor, contesten de forma razonada las siguientes preguntas:
1.- ¿Existe un caso de trato desigual constitucionalmente admisible?  

2.- ¿Puede el Tribunal Constitucional entrar a conocer el caso? ¿Qué motivos podría aducir para no admitir la demanda?
3.- ¿Si el Tribunal Constitucional observara, finalmente, que existe vulneración del principio de igualdad qué medidas podría adoptar para restablecer el derecho vulnerada?

MATERIALES:

Jurisprudecia constitucional 

STC 128/1987, guarderías.

STC 207/1987, auxiliare de vuelo

STC 222/1992, mineras de Hunosa

STC 109/1993, permiso de lactancia

STC 200/2001, derecho a la igualdad y discriminaciones prohibidas

STC 12/2008, Responde, entre otros, a la cuestión de inconstitucionalidad y al recurso de inconstitucionalidad contra la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, introducido por la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres.

STC 59/2008, Violencia de genero.  Responde a una cuestión de inconstitucionalidad en relación al artículo 153.1 del Código Penal.
Bibliografía:

Mª A. Barrere Unzueta, Discriminación, derecho antidiscriminatorio y acción positiva en favor de las mujeres (Madrid: Civitas, 1997).
F Rey Martínez, El derecho fundamental a no ser discriminado por razón de sexo (Madrid: McGraw-Hill, 1995).
CASO nº 4: EFICACIA DE LOS DERECHOS ENTRE LOS PARTICULARES
El Círculo de las Artes Catalanas, un club privado estrechamente relacionado con el Museo de Arte Contemporáneo de Barcelona (utiliza las instalaciones del museo público para sus reuniones), que tiene como fin promover artistas catalanes tiene establecido en sus Estatutos que se prohibirá la entrada en el Círculo a toda persona que no sea catalana de nacimiento. Pertenecer al Círculo significa tener acceso a unos espacios, instalaciones culturales y a unos contactos únicos. El Sr. Stantone lleva muchos años residiendo en Cataluña –incluso es miembro del Liceo de Barcelona-- y es conocido por su obra pictórica mundialmente.  El artista solicita la entrada en el Círculo. La Asamblea del Círculo decide no aceptar esta persona pese a que un grupo de miembros no mayoritario vota a favor de cambiar los Estatutos del Círculo por no permitir la aceptación de la solicitud de tan flamante candidato.

PREGUNTAS:

Por favor, contesten de forma razonada las siguientes preguntas:
1- ¿Puede A. Stantone plantear un recurso contra la negación de aceptación por parte del Círculo? 

2- ¿Y si el Círculo fuese un centro público (por ejemplo un museo que permitiera la participación pública)? ¿Podría el Sr. Stantone presentar un recurso ante de la jurisdicción ordinaria? ¿A través de qué procedimiento? 

3- ¿Podría llegar el caso del Sr. Stantone ante el Tribunal Constitucional? ¿A través de qué procedimiento? ¿En qué caso? Distinga entre el hecho de que el Círculo fuese un ente privado de que este fuese un ente público. 

4- ¿Qué derechos fundamentales debería ponderar el Tribunal Constitucional para llegar a su resolución? Argumente la respuesta distinguiendo también la diferencia entre público y privado del Círculo. 

Jurisprudencia constitucional

STC 19/1984, cajas de ahorro

STC 47/1985, maestra de EGB

STC 88/1985, psiquiátrico. 

STC 6/1988, periodista de la oficina de prensa del Ministerio de Justicia. 

STC 106/1996, enfermera. 

STC 90/1999, empleada de banca. 

Bibliografía:
J. M Bilbao Ubillos, La eficacia de los derechos fundamentales entreparticulares: análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (Madrid: Civitas, 1997).
J. García Torres i Jiménez Blanco, Derechos fundamentales y relaciones entre particulares (Madrid: Civitas, 1986).
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�
 





��
�
Carmen Polo abrió puertas importantes para el Caudillo.�
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La Guerra Civil española se decidió a su favor. �
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Franco con su homólogo dominicano Rafael Leonidas Trujillo�
�
 





��
�
Franco presidió el regreso de España al mundo. �
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Las esperanzas estaban puestas en el almirante Carrero Blanco. �
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En capilla ardiente en el palacio del Pardo. �
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Si levantara la cabeza... �
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España recibe la noticia de una muerte largamente anunciada.�
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Adolfo Suárez fue uno de los artífices de la transición democrática en España.�
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Los miembros del Partido Comunista de España celebran su legalización como movimiento político.�
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Felipe González inicia más de una década de hegemonía socialista. �
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Miguel Induráin, proyecta a España como potencia deportiva.�
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Javier Solana, proyección política española en Europa. �
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La justicia española decide juzgar a Augusto Pinochet.�
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Desde el fin de la tregua de ETA, se han multiplicado las manifestaciones contra la violencia.�
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